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Memoria descriptiva y justificativa
LOCALIZACIÓN

· El término municipal de Calasparra se encuentra enclavado dentro de los límites administrativos de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, perteneciendo a su vez a la Comarca del Noroeste, conformada además por los municipios de Caravaca de la Cruz, Cehegín, Moratalla y Bullas.

· Este territorio limita al Norte con la provincia de Albacete, y con los términos municipales de Moratalla al Oeste, de Cieza al Este, de Cehegín al Suroeste y de Mula al Sureste.

· Posee una superficie de 185,5 km2 lo que supone el 1,6% de la superficie regional. 

· La distancia que separa Calasparra de la capital regional es de 75 Km. Para acceder a Calasparra desde la ciudad de Murcia por carretera, se debe tomar la A-30 hasta la salida 342 por la que se cogerá la C-3314 que lleva directamente a Calasparra. Además, será esta última vía (C-3314) la que conecte a Calasparra con el eje Comarca del Noroeste-Altiplano. El acceso a Calasparra por ferrocarril está limitado a la línea que conecta Murcia con Madrid, realizándose una parada en la estación de ferrocarril de Calasparra.

· El municipio de Calasparra aparece cartografiado en las siguientes hojas del Mapa Topográfico Nacional de España a escala 1:25.000: 890-I, 890-II, 890-III, 890-IV y 911-II.

MEDIO FÍSICO

 CLIMATOLOGÍA

El término municipal de Calasparra se encuentra enclavado, al igual que toda la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, dentro del clima mediterráneo. Pese ha todo el perímetro comarcal en el que se inserta el municipio calasparreño encierra una serie de caracteres geográficos que dan un matiz a este clima mediterráneo. Aun así, Calasparra posee otros matices que son capaces de subdividir aun más su clima del resto de la Comarca del Noroeste. Los dos factores fundamentales que permiten diferenciar un tipo de clima mediterráneo de otro serán la distancia al mar y la altitud. En el caso de Calasparra, la distancia al mar es de unos 100 Km., por lo que los efectos de la continentalidad comienzan a manifestarse. La máxima altitud que se puede encontrar es de 829 m en la Sierra del Molino, aunque debe de decirse que no es este municipio el que posee las mayores altitudes de toda la comarca. Es reseñable que la altitud también es capaz de acrecentar los efectos de la continentalidad, por lo que en determinadas zonas del término municipal, el efecto de esta se verá agudizado.
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· Temperaturas

La temperatura media anual suele ser superior a los 15ºC. Más concretamente, durante el año 2003 el dato de temperatura media anual alcanzó los 17,1ºC. Se trata del municipio que posee una menor oscilación térmica, hecho que se explica con las menores altitudes existentes en esta zona. Pese a esto, durante el año 2003 se llegó a tener una oscilación térmica de 20,1ºC.

· Precipitaciones
Las precipitaciones máximas se producen en los meses de primavera y otoño, con la salvedad que para el año 2003 encontramos el máximo pluviométrico en el mes de febrero con 51,9 mm. Como se apuntó anteriormente, los meses más secos son los de verano, más concretamente julio y agosto coincidiendo con los meses de máximas temperaturas.

GEOLOGÍA

Las Cordilleras Béticas que atraviesan el territorio de Calasparra, hacen que se constituya como una de las regiones estructurales más complejas de la Región y de toda la península Ibérica. Estas cordilleras se forman por los esfuerzos compresivos que ejerce la placa africana contra el Macizo Central Ibérico con una dirección norte-sur o nor-noroeste / sur-sureste.

Serán esos esfuerzos compresivos los que hagan que se diferencien dentro de estas cordilleras dos zonas: zonas externas y zonas internas, pero para el caso del término municipal de Calasparra solamente se hará mención a las zonas externas, ya que es donde se encuentra enclavado el municipio. A su vez, las zonas externas quedan divididas en Prebético (al Norte) y Subbético (al Sur). Ambas están formadas por materiales mesozoicos y terciarios no metamórficos, afectados por una tectónica tangencial, registrada en varias etapas desde el Eoceno al Mioceno medio, que originó numerosos pliegues, escamas y mantos de corrimiento.

Característica clave de la zona prebética son sus facies continentales. Las rocas que componen este territorio son fundamentalmente calizas, dolomías, areniscas y margas. Se podrán encontrar afloramientos de rocas volcánicas post-orogénicas. 

Al Prebético pertenecen los relieves situados al Norte de Calasparra, cuyo máximo representante se constituiría en la Sierra del Puerto.

En cambio, el Subbético se sitúa más al Sur y posee una estructura paleográfica más compleja que el dominio anterior. Su composición es la siguiente:

· Trias basal de tipo germánico al que se asocian afloramientos de material volcánico (Cortijo del Llano en Calasparra); sobre él se apoyan materiales jurásicos, cretácicos y paleógenos (calizas, margocalizas, molasas, margas, etc.).

· Presencia de cabalgamientos, despegues, mantos y localmente tectónica de escamas. El Quípar pertenece a este dominio morfoestructural que cabalga ampliamente sobre el Prebético.

Entre estas unidades morfoestructurales aparecen depresiones, cubetas y corredores que actúan como cuencas de sedimentación que han sido colmatadas por materiales neógenos y cuaternarios que son muy débiles ante los procesos erosivos.

Las principales altitudes de la Región no se dan en el municipio de Calasparra, pero sí que se dan alineaciones que alcanzan importantes valores altitudinales como es el caso de la Sierra del Molino que llega a superar los 800 metros de altitud.

Tal y como se ha apuntado anteriormente, entre estas alineaciones montañosas se instalan valles, depresiones y corredores que no superan los 500 metros y poseen suaves desniveles, coincidiendo con los principales cursos fluviales: Segura, Argos y Quípar.

GEOMORFOLOGÍA

Las geoformas más comunes en estos territorios son:

· Canchales o pedrizas y conos de derrubios: Los conos de derrubios se sitúan por debajo de canchales y taludes, ligando su génesis a acontecimientos torrenciales. Este fenómeno se puede apreciar claramente en la Sierra del Molino.

· Glacis: Se trata de un piedemonte más o menos suave que pone en contacto la superficie estructural superior con otra derivada, y formado por los materiales más blandos. La mayoría se insertan en el plano de las oscilaciones climáticas cuaternarias con predominio de los sistemas de los mecanismos de arroyamiento difuso, capaces de desplazar lateralmente materiales de escaso calibre y aplanar. Normalmente se encontrarán cubiertos por una costra caliza. La presencia del río Segura y de dos importantes colectores como el Quípar y el Argos hace que estos glacis queden escalonados por influencia de las fluctuaciones de los niveles de base locales que activarían los mecanismos de incisión. Los glacis-terraza son aquellos que flanquean los cursos fluviales, constituyéndose como forma de transición entre los glacis y las terrazas aluviales.

· Terrazas aluviales: A lo largo de todo el río Segura, al igual que ocurre en el Argos y el Quípar, se encuentran estas formaciones consistentes en plataformas topográficas que representan los niveles anteriores de los citados cursos fluviales.

· Regatos, surcos, cárcavas, barrancos y ramblas: La erosión hídrica incide verticalmente sobre la superficie del terreno, siendo en aquellas vertientes desprovistas de vegetación en donde este tipo de erosión se manifiesta más vigorosamente, de manera que se crean estas características geoformas. Los elementos citados se encuentran sobre todo en las inmediaciones de los relieves más vigorosos del municipio (Sierra del Puerto y Sierra del Molino). Las diferentes ramblas desaguarán en los ríos Segura, Argos y Quípar.

· Karst: Al hablar de Karst se debe de tener la consideración de que se trata de un paisaje heredado en el que la única forma de modelado actual es el modelado mecánico. Fueron las condiciones morfoclimáticas del Cuaternario las que propiciaron una importante disolución y posterior deposición de las rocas carbonatadas que ocupan buena parte del territorio calasparreño. Ejemplos del paisaje kárstico son la sima de Promoción (entre la sierra Palera y Calasparra) y cómo no, el Cañón de Almadenes. Este último tiene una longitud de casi 4 Km que discurren entre los términos municipales de Calasparra y Cieza, de los cuales casi la mitad corresponden a Calasparra. Sus paredes llegan a alcanzar los 150 metros de altura, aprovechando los accidentes tectónicos y los plegamientos de la alineación montañosa Sierra del Molino-Palera para su formación. Dentro del cañón destacan otro tipo de formaciones kársticas como puedan ser cavidades o surgencias de agua. 

RED HIDROGRÁFICA

El municipio de Calasparra queda atravesado totalmente por la mitad y de Oeste a Este por el río Segura. Su dinámica unida a la de los procesos fluviales, hace que se constituya como el principal agente modelador de la superficie en todo el territorio. A ello se debe unir la presencia de dos colectores de especial importancia como son el Argos y el Quípar.

El río Segura entra en el término municipal por el Oeste atravesando toda la vega arrocera para unirse posteriormente al Argos. Más adelante, el río surcará las tierras bajas que discurren a los pies de las sierras del Molino y Palera. Si se sigue avanzando en la dirección que llevan estas aguas de escorrentía se llega al Cañón de Almadenes, formado por unas líneas de fractura que son aprovechadas por el curso fluvial para seguir su marcha. Hacia la mitad de este gran cañón, de paredes verticales que llegan a alcanzar los 150 metros de altura, el Segura recibe otro aporte, ya que se une con el río Quípar.

Tal y como se acaba de ver, los dos principales afluentes del Segura dentro del municipio de Calasparra son los ríos Argos y Quípar, siendo además dos de los principales colectores de toda la Región de Murcia. La unión de las ramblas de la Higuera, Buitreras, Parriel y Calderones hace que nazca el río Argos. Cuando pasa por el sur de Calasparra recibe los aportes de los barrancos del Saltador y del Nevazo. Además, se une al barranco del Moro que le proporciona una gran cantidad de aportes sólidos. Justo antes de llegar a la pedanía de Valentín, el río Argos es represado en el embalse que recibe su mismo nombre. Tras pasar próximo a Calasparra el río Argos se encaja en las inmediaciones de la parte occidental de la Sierra del Molino, formando una abrupta garganta y desembocar en el río Segura posteriormente. En total, recorrerá 48 Km, una pendiente media del 20‰ y una superficie de captación de 506 km2. El río Quípar es el otro gran curso que se une al río Segura. Nace en la Sierra de la Zarza y discurre casi paralelo al Argos. Su superficie de captación es mayor que la del Argos, ya que tiene unos 815 km2. En cambio, la longitud y la pendiente media son parecidas a las del Argos, con 51 Km de longitud y una pendiente media del 18‰. Es de destacar que este río se encuentra embalsado por el embalse Alfonso XIII muy cerca de su desembocadura en el Segura.

EDAFOLOGÍA

Debido a las diferencias geológicas existentes, respecto a las cuales encontramos desde sierras hasta valles fluviales, se dan en el municipio una gran variedad de tipos de suelos.

Normalmente resulta extraño que se den tipos de suelos en estado puro, siendo más habitual encontrar asociaciones de dos tipos de suelos, cuando estos se encuentran en proporciones similares, o inclusiones de algún tipo de suelo, si este se encuentra en escasa proporción, en otro tipo que resulta más abundante.

A grandes rasgos encontramos en las zonas de montaña Litosuelos, los cuales presentan características muy similares a la roca madre de la que proceden, siendo suelos muy poco evolucionados.

Por otro lado en los valles de los ríos Segura, Quipar y Argos, aparecen Fluvisoles o suelos aluviales formados por los aportes de sedimentos de estos ríos en épocas de crecida, tratándose de suelos muy fértiles para la agricultura.

En el resto del municipio, coincidiendo con las zonas de cultivos, tanto de secano como de regadío, aparecen Regosoles y Xerosoles. Al sur de la Sierra del Molino encontramos una zona amplia de Xerosoles gípsicos en fase salina. Son suelos formados a partir de yesos y que contienen grandes cantidades de sales.

RIESGOS NATURALES

Los riesgos naturales han existido desde siempre, pero no como tales riesgos, sino como simples procesos naturales. Es en el momento en que el hombre se asienta en los lugares donde se producen dichos procesos naturales cuando estos pasan a convertirse en riesgos, ya que tanto los bienes materiales como las vidas humanas corren peligro. Se debe hablar de peligros inducidos por parte del ser humano, es decir, cuando la interacción del hombre con el medio no es la correcta, la magnitud de la catástrofe se puede multiplicar.

En el municipio de Calasparra se pueden encontrar los siguientes riesgos naturales:

· Sismicidad

· Corrimientos de ladera

· Inundaciones

MEDIO BIÓTICO

VEGETACIÓN

Biogeográficamente, el municipio de Calasparra se encuentra en la Región Mediterránea, dentro de la cual se describen varias provincias, divididas a su vez en sectores y subsectores. El municipio de Calasparra se encuentra principalmente perteneciente a dos provincias. La mitad norte pertenece a la Provincia Murciano-Almeriense, Sector Alicantino-Murciano, Subsector Murciano-Septentrional. Se trata de los territorios murciano-almerienses de mayor carácter continental e influencia manchega. Comprende los enclaves próximos al embalse del Cenajo y la depresión de Calasparra hasta Jumilla y Cieza. Domina el ombrotipo semiárido, siendo serie dominante los chaparrales-lentiscares, alternando con pinares abiertos de pino carrasco, espartizales y tomillares-romerales. Son abundantes las zonas salinas y de afloramientos margo-yesíferos, las cuales presentan abundantes endemismos. Los tomillares basófilos están caracterizados por la presencia del endemismo exclusivo Thymus antoninae, acompañado de Anthyllis lagascana, Sideritis leucantha subsp. bourgeana, etc. En las laderas montañosas están extendidos los arnachares de Genista spartioides subsp. retamoides.

La mitad sur pertenece a la Provincia Castellano-Maestrazgo-Manchega, Sector Manchego, Subsector Manchego-Espunense. Domina el piso mesomediterráneo en las llanuras y el supramediterráneo en las cumbres. La vegetación potencial corresponde a la manchega, con carrascales, chaparrales e incluso, con carácter puntual, sabinares de sabina albar.

En la esquina del extremo noroeste del municipio encontramos el subsector Manchego-Murciano que corresponde a los territorios más secos y cálidos del sector manchego. La vegetación dominante, bajo ombrotipo seco, corresponde al carrascal manchego, generalmente en las montañas y al chaparral-lentiscar bajo ombroclima semiárido que resulta dominante en este subsector.

En cuanto a la vegetación actual, encontramos cultivos de regadío en las vegas del Segura y del Argos y cultivos de secano sobre todo en la mitad sur del municipio. Como vegetación natural existen amplias zonas de pinar y matorral en las sierras del Molino y el Puerto, vegetación de márgenes de ríos y ramblas en los cauces del Segura, Argos y Quipar y matorrales de zonas rocosas con sabinas en la Sierra del Puerto.

 HÁBITATS NATURALES

En el municipio de Calasparra se encuentra una gran diversidad de hábitats naturales catalogados dentro del listado de hábitats comunitarios, en aplicación de la Directiva Hábitats. Estos habitats que aparecen en el municipio son:

Gypsophilo struthii – Teucrietum libanitidis (verticillati). Tomillares gipsófilos de Teucrium libanitis, de áreas mesomediterráneas.

Lepido subulati – Teucrietum balthazaris. Tomillares gipsófilos de Teucrium balthazaris, de arenas yesíferas mesomediterráneas.

Lygeo – Limonion furfuracei. Albardinales y comunidades de Limonium spp. Halófilas endémicas del sureste peninsular.

Juncetum marítimo – subulati. Juncales halófilos de zonas con aguas circulantes, tanto en aguas costeras como en los ríos salados del interior.

Teucrio webbiani – Helianthemetum origanifolii. Tomillares mesomediterráneos espunenses, caracterizados por Helianthemum rossmaesslerii, Thymus membranaceus, Teucrium leonis, etc.

Siderition bourgaeanae. Tomillares murciano septentrionales y manchego murcianos. Están caracterizados por Sideritis bourgaeanae.

Asparrago horridi – Genistetum spartioidis. Retamares edafoxerófilos de Genista spartioides, propios de zonas rocosas de Calasparra, inmediaciones del Pantano del Cenajo, Salmerón, etc. 

Teucrio pseudochamaepytis – Brachypodietum retusi. Pastizales termomediterráneos de Brachypodium retusum ricos en elementos propios de sitios poco continentales.

Arunidini – Convolvuletum sepium. Herbazales de Calystegia sepium enredados en cañaverales y otros tipos de vegetación de márgenes de ríos y canales.

Jasonio glutinosae – Teucrietum thymifolii. Vegetación fisurícola de roquedos interiores mesomediterráneos, con Teucrium thymifolium. 

Resedo paui – Sarcocapnetum saetabensis. Vegetación de extraplomos interiores mesomediterráneos con Sarcocapnos saebatensis. 

Lapiedro martinezii – Cosentinietum bivalentis. Comunidad de fisuras terrosas en zonas muy soleadas termo y mesomediterráneas inferiores, dominada por el helecho reviviscente Consentina vellea.

Hypericion ericoidis. Tomillares subrupícolas, propios de laderas rocosas. Están caracterizados por Satureja obovata, Teucrium thymifolium, Fumana ericifolia e Hypericum ericoides.

Fumano ericoidis – Hypericetum ericoidis. Tomillares subrupícolas, propios de laderas rocosas. Están caracterizados por Satureja obovata, Teucrium thymifolium, Fumana ericifolia e Hypericum ericoides. 

Rubio tinctorum – Populetum albae. Alamedas (Populus alba) propias de márgenes de ríos en áreas mesomediterráneas. En las márgenes del río Segura se extienden desde Cieza hacia el interior. 

Salicetum neotrichae. Saucedas arbustivas de márgenes de ríos en zonas mesomediterráneas. Caracterizadas por Salix purpurea y Tamarix gallica, se presentan en Los Almadenes.

Agrostio stoloniferae – Tamaricetum canariensis. Tarayales subhalófilos propios de márgenes del río Segura, así como de ramblas limi-arcillosas y depresiones arcillosas. Caracterizados por Tamarix canariensis y Suaeda vera.

Rubo ulmifolii – Nerietum oleandri. Baladre de Nerium oleander propios de ramblas pedregosas. 

Rhamno lycioidis – Juniperetum phoeniceae. Sabinares de Juniperus phoenicea mesomediterráneos, propios de zonas rocosas.

Fauna
Existen en el municipio de Calasparra grandes extensiones de ambientes naturales propicios para la fauna, por lo que encontramos una gran diversidad de especies. Además de las zonas naturales como pueden ser la Sierra del Puerto, la Sierra del Molino o los cauces de los ríos que cruzan el municipio, es decir el Segura, el Argos y el Quipar, se dan muchas especies en las zonas de cultivos, principalmente los de secano, además de los arrozales de la vega del Segura, muy utilizados por especies principalmente de aves.

En las zonas de secano, principalmente en el sur del municipio, predominan las aves esteparias, siendo importante también la población de aves acuáticas y de bosque de ribera, debido a los cauces que cruzan Calasparra, sobre todo el río Segura, en el caso de estas últimas y por el embalse de Alfonso XIII en el río Quipar, en el caso de las primeras.

Estos ambientes acuáticos son importantes también, para la existencia de las especies de anfibios que se encuentran en el municipio.

Uno de los cultivos presentes en Calasparra, que resulta importante para muchas especies faunísticas, y que además resulta una seña de identidad para el municipio son los arrozales. En estos medios, durante la época en la que se encuentran inundados abundan anfibios, reptiles además de aves y mamíferos que buscan en estos cultivos su alimento cazando a estos anfibios además de peces y cangrejos que se introducen en los arrozales cuando estos son inundados. 

ESPACIOS NATURALES PROTEGIDOS

De toda la Red de Espacios Naturales protegidos de la Región de Murcia, definida por la Ley 4/1992 de 30 de julio, de Ordenación y Protección del Territorio de la Región de Murcia, encontramos en el municipio de Calasparra, dos de ellos; la Reserva natural de Sotos y Bosques de Ribera de Cañaverosa y un espacio sin figura legal asignada que es el Cañón de Almadenes. 

Posteriormente, con la definición de la Red Natura 2000, formada por los Lugares de Importancia Comunitaria (LIC’s) y las Zonas de Especial Protección para las Aves (ZEPA’s), estos espacios han quedado incluidos en dos espacios protegidos que son los LIC’s ES6200004 Sierras y Vega Alta del Segura y Río Benamor y ES 6200043 Río Quípar, y la ZEPA ES0000265 Sierra del Molino, Embalse del Quípar y Llanos de Cagitán.

Medio socioeconómico
POBLACIÓN Y POBLAMIENTO

El municipio de Calasparra se encuentra enclavado en la Comarca del Noroeste junto a los términos municipales de Moratalla, Caravaca de la Cruz, Cehegín y Bullas. Cuenta con una extensión de 185,5 km2 y una población que alcanza los 9405 habitantes a fecha de 1 de Enero de 2003 según el Anuario Estadístico de la Región de Murcia. Ello quiere decir que en la actualidad la población de Calasparra supone el 0,7% del total de la población regional. Además, el término municipal de Calasparra posee una débil densidad de población, si comparamos sus 50,7 hab/km2 frente a los 112,2 hab/km2 que tiene la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. La cifra de densidad de población no señala la igual repartición de los efectivos poblacionales por todo el término municipal, ya que tan solo el núcleo de Calasparra es capaz de concentrar el 94.9% de la población, quedando el resto repartidos por las distintas pedanías.

Población

· Evolución de la población

La evolución de la población de Calasparra no sigue las mismas pautas que el conjunto de la población regional para la misma serie de años. La explicación de este hecho radica en las diferentes vicisitudes que encierra la pertenencia de Calasparra a una comarca que ha estado aislada del resto de la Región durante mucho tiempo. 

· Desde 1900 hasta 1940 se produce un aumento continuo y progresivo de la población propiciado por las altas tasas de natalidad que había en aquel periodo. Es a partir de la década de los cuarenta cuando el descenso de la población se agudiza motivado por el proceso emigrador que comienza en estos años. 

· Pero es desde la segunda mitad de siglo cuando la emigración se acentúa de una manera espectacular. Esta emigración tiene su máxima expresión entre los años 1950 y 1970, siendo 1960 el verdadero punto de partida de una emigración sin precedentes del campo a la ciudad en busca de una mejor calidad de vida. 
Desde 1970 hay una leve recuperación demográfica que se debe únicamente a un notable descenso de la emigración. Esta situación se mantendrá hasta finales de los años noventa.

Cerca del final de la década de los noventa se produce un fenómeno desconocido hasta el momento. Se trata de la inmigración extranjera que viene en busca de trabajos en el campo, lo que hace que desde este momento la población municipal se vea incrementada. 

· Movimientos Naturales

· El número de nacimientos que se han producido en el municipio no ha sido el causante de que la población haya aumentado en los últimos años, estando la Tasa Bruta de Natalidad en torno al 11,3‰ para el periodo comprendido entre 1999 y 2002. Es de destacar que el aumento continuado de población inmigrante en el municipio hará que la esta cifra aumente en cierta medida.

En cuanto a las defunciones tan solo decir que la cifra referente a la Tasa Bruta de Mortalidad se mantiene dentro de los estándares de la Región.

· Movimientos Migratorios

· En el municipio de Calasparra el aumento de la inmigración extranjera ha ido aumentando progresivamente desde 1998, año en el cual la cifra de inmigrantes extranjeros llegados a este territorio fue 0. A partir de este momento el aumento de la llegada de este tipo de población ha sido continuado tal y como aparece en la siguiente figura:

· Calasparra, tradicionalmente, ha sido un municipio en el que las emigraciones han hecho mella. De esta manera, durante muchos años (1940-1970) la población municipal marchaba en busca de trabajo y mejores condiciones de vida, abandonando para ello el campo en busca de la ciudad. En el periodo más reciente esas emigraciones masivas se han mitigado. Si se analizan los saldos migratorios totales incluyendo a los inmigrantes extranjeros del municipio obtenemos el siguiente gráfico:

· Estructura de la población

· Para el estudio de la estructura de población de Calasparra se analizará la pirámide de población correspondiente al año 2003.
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· En la pirámide de población de Calasparra del año 2003 se aprecian rasgos característicos de los países desarrollados. Su morfología se asemeja más a la de una columna que a la de una pirámide, además de poseer otras peculiaridades. El estrechamiento de su base está producido por un descenso de la natalidad, que en este caso está propiciado por las emigraciones de la gente joven en edad de procrear y por el nuevo ritmo de vida impuesto en las sociedades desarrolladas que ha incorporado a la mujer al trabajo.

En el tramo intermedio de la pirámide es donde se encuentra la mayor parte de la población, es decir, la población que tiene entre 20 y 40 años de edad.

Si se sigue ascendiendo se aprecia un fuerte estrechamiento en aquellos sectores de edad comprendidos entre los 55 y los 60 años. Se trata de una consecuencia directa de aquellas emigraciones tan fuertes que tuvieron lugar en el periodo comprendido entre 1940 y 1970.

Ya cerca de la cumbre de la pirámide se da un ensanchamiento considerable en el sector de la población anciana que desajusta la estructura demográfica. El hecho de que la población anciana sea muy numerosa es consecuencia del envejecimiento progresivo del municipio debido a las bajas tasas de natalidad. 

El índice de juventud del término municipal de Calasparra es del 13,4% para el año 2003. Para el mismo año, el índice de vejez del municipio era del 18,9%. Estos porcentajes indican claramente que la estructura de población se encuentra bastante desequilibrada, ya que el índice de juventud debe ser algo superior al 33% y el índice de vejez algo inferior.

· Poblamiento

El municipio de Calasparra se encuentra enclavado en la Comarca del Noroeste, la cual está caracterizada por estar débilmente poblada. Pese a ello, se puede decir que Calasparra posee una densidad de población media (50,7 hab/km2) si la comparamos con la densidad de esta comarca. Aun así, se encuentra muy lejos de la densidad que alcanza el conjunto regional, ascendiendo esta a 112,2 hab/km2.

Las distintas entidades de población que encontramos dentro del municipio siguen el mismo patrón que el resto de la comarca en cuanto a la distribución de los efectivos poblacionales se refiere. Han sido las condiciones naturales e históricas de esta comarca las que han hecho que estas entidades crecieran entorno a una torre, iglesia o castillo, a partir del cual la población se va extendiendo hacia el valle o zona de huerta en busca del trabajo de la tierra.

Otra característica que se encuentra en este municipio es la dispersión de estos núcleos conforme se van alejando de la cabecera municipal, de modo que aparecen numerosas aldeas jalonando el territorio.

Este modelo de poblamiento se halla a caballo entre el modelo manchego y el de huerta murciano. 

Economía
EMPLEO

El empleo es una de las variables a las que se le debe prestar mayor importancia. Por ello las tasas de actividad y desempleo son muy buenos indicadores del estado actual del término municipal.

De este modo y, en líneas generales, se observa un descenso progresivo del desempleo durante los últimos años, pasando de 481 desempleados en el año 1998 a 360 en el 2002. Aunque el dato haya evolucionado positivamente, es de destacar que la tasa de actividad es inferior a la media regional, ya que para Calasparra en el año 2001 se obtenía un 52,5%, mientras que para el resto de la Región el dato alcanzaba el 55,4%.

Desglosando el dato del paro registrado en hombres y mujeres se observa claramente, que hay mucho más paro femenino que masculino pese a ese descenso del que se ha hecho mención anteriormente.

El grupo de edad en el que se alcanzan las mayores tasas de actividad es el que está entre los 25 y los 44 años, debido a que es este el intervalo en el número de efectivos poblacionales en edad de trabajar es mayor. Así, se alcanzan valores del 93,7% paro los hombres, mientras que para las mujeres el dato es del 66,5%. 

Si se analiza el paro por sectores de actividad, se notará rápidamente que el sector en el que se dan los mayores niveles de paro son los servicios, además de haber ido creciendo esta cifra junto con el número de personas dedicas a esta actividad. En cambio, será la industria la que ha pasado bajado el número de personas paradas de una forma muy notable. Por otra parte, es la agricultura la que posee un nivel de paro menor, ya que es la actividad más consolidada dentro de este municipio.

SECTOR PRIMARIO. AGRICULTURA Y GANADERÍA

La principal actividad dentro del término municipal y que sigue siendo la prioritaria es la agropecuaria, puesto que el municipio, al igual que el resto de la Comarca del Noroeste, no ha disfrutado de una industrialización considerable como ha ocurrido en otros territorios.

En contra de lo que pueda parecer por lo que se acaba de decir, esta actividad produce una escasa renta por el hecho de que tan solo es una tercera parte del territorio la que produce cosecha.
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Distribución general de la tierra (2001)
Como se puede comprobar, las tierras que están actualmente en cultivo suponen poco más de un tercio de la superficie total, mientras que el terreno forestal y los terrenos dedicados a otras actividades son los otros dos usos mayoritarios del suelo.

Analizando las tierras que están en cultivo, salta rápidamente a la vista que son las tierras de secano aquellas que ocupan una mayor extensión. De todos modos, serán los cereales de grano los que adquieran un mayor protagonismo dentro del municipio ya que ocupan el 23,35% de la superficie dedicada a cultivos. Dentro de este porcentaje destaca la importancia del arroz (Coto Arrocero), ya que es el cereal por excelencia debido a que su calidad le ha llevado a obtener una denominación de origen desde 1908.
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Superficie dedicada a cada grupo de cultivo (2001)

Se debe destacar que en los últimos años las superficies de regadío han aumentado su extensión. La localización de estas zonas será en las terrazas de los ríos Argos, Segura y Quípar.

En cuanto a la ganadería se debe decir que no alcanza la importancia de la agricultura. Dentro de esta actividad destaca el número de cabezas ganaderas de porcino, debido a que alcanza 3.080 unidades de un total de 3.954.

 SECTOR SECUNDARIO. INDUSTRIA.

El sector industrial nunca ha destacado dentro del municipio ni dentro de la Comarca del Noroeste. Esto queda explicado si se observan las cifras de personas empleadas en este sector con un total de 799 personas en el año 2001, de las cuales 780 se dedicaban a la industria manufacturera, por lo que la industria extractiva y de producción energética poseen una relevancia muy pequeña. 
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Establecimientos industriales y personas ocupadas según actividad (2001)

Otro indicador de que la industria no es un sector importante dentro de la economía de Calasparra es la inversión industrial que ha adquirido un desarrollo muy alto en las industrias alimenticias, mientras que la mayoría de apartados ha disminuido.
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Inversión industrial por sectores y por  tipo

La construcción es un apartado aparte que ocupa a un número importante de personas (463), de las cuales 309 se dedican a la construcción de inmuebles y a infraestructuras de ingeniería civil.

SECTOR TERCIARIO. SERVICIOS.

El sector servicios, como en toda sociedad desarrollada, está adquiriendo una importancia fundamental en la economía municipal. Las nuevas infraestructuras y el gusto por el turismo rural, hacen que Calasparra pueda potenciar su faceta turística. 

En cuanto al comercio se refiere, será el comercio de carácter minorista el más importante en el ámbito municipal. Son mayoría los establecimientos especializados, mientras que los establecimientos de venta de alimentos, bebidas y tabaco le siguen en número.

INFRAESTRUCTURAS Y EQUIPAMIENTOS

INFRAESTRUCTURAS

· Sistema General Viario

En cuanto a vías de comunicación existentes en el municipio de Calasparra, observamos que el municipio se encuentra relativamente bien comunicado, en comparación con otras zonas de la Región. Encontramos como vías principales la C-3314, que entra en el municipio proveniente de la Venta del Olivo y continúa, después de atravesar la población de Calasparra, hacia las poblaciones vecinas de Cehegín y Caravaca. Es a través de esta carretera por donde se comunica Calasparra con la Autovía A-30, hacia Cartagena y Madrid.

Otra vía de comunicación importante es la MU-552, hacia Mula, comunicando Calasparra con la Autovía del Noroeste.

Otra vía de comunicación hacia la vecina provincia de Albacete, es la MU-510, la cual comunica Calasparra con la población Albaceteña de Socovos.

Las vías de menor entidad del municipio son la B-19, que comunica la población de Cieza con Calasparra, uniéndose a la C-3314 en Venta Reales, y la B-32 que se dirige hacia el sur comunicando el núcleo de Calasparra con otras entidades urbanas del municipio como Las Reposaderas, Los Madriles, Los Milicianos, Cortijo Alto, Valentín, etc.

· Ferrocarril.

Además, el municipio de Calasparra se encuentra bien comunicado por ferrocarril a través de la línea Cartagena-Albacete, la cual presenta estación en Calasparra.

· Red Básica general de Abastecimiento

Se trata de redes de distribución basadas fundamentalmente en conducciones lineales cuyo trazado suele coincidir con las vías públicas y por tanto no consumen superficie por sí mismas. En otros casos su consumo de superficie es mínimo y su trazado obedece a los criterios intrínsecos de cada red, materializados por los sucesivos proyectos de las empresas suministradoras, que deberán tener en cuenta la ordenación prevista por el plan General en los terrenos a atravesar u ocupar, orientándose a evitar conflictos con otros usos. 

La red de abastecimiento cubre todo el término municipal dando servicio a los núcleos urbanos y a las viviendas aisladas de la huerta

El agua procede de distintas captaciones:


Depósito de Los Madriles.

Dos depósitos existentes en las proximidades del núcleo urbano, pertenecientes  a la Mancomunidad del Taibilla.


Depósito de La Ermita.

Toda la red está realizada en fibrocemento exceptuando la conexión entre el depósito de La Ermita y el núcleo urbano, la cual es de polietileno, y la del depósito de Los Madriles que está efectuada en PVC hasta su conexión con el núcleo urbano mediante una arqueta en La Traviesa.

· Red Básica general de Saneamiento

Se trata de una red unitaria con funcionamiento por gravedad y un pequeño tramo en impulsión.

Los diámetros de las conducciones varían desde los 200, 300 y 400 hasta los 500 mm en el tramo que llega hasta la depuradora.

En cuanto a la depuración de las aguas residuales, ésta se realiza en la depuradora existente en la zona este del núcleo urbano de Calasparra.

Según la nueva ley de saneamiento de la Región de Murcia estas depuradoras serán explotadas por la Comunidad Autónoma (ESAMUR).

· 
Red básica de energía eléctrica

Tendido eléctrico aéreo con postes sobre la huerta y centros de transformación de media tensión a Baja tensión en las proximidades o dentro de los núcleos urbanos.

Captación: El suministro proviene del término municipal de Cieza.

· 
Recogida de Residuos Sólidos Urbanos (RSU)

Actualmente existe en el municipio una Estación de Transferencia de Residuos Urbanos y un Ecoparque construido con Fondos de Cohesión.

EQUIPAMIENTOS

El equipamiento cultural público de Calasparra resulta bastante completo, estando formado por la Universidad Popular y Educación de Adultos, una Guardería Municipal, tres Colegios Públicos de Educación Infantil y Primaria, un Instituto de Enseñanza Secundaria, la Casa de la Cultura-Biblioteca y la Casa de la Juventud. 

En cuanto a centros privados, posee el Aula de Bachillerato Radiofónico, La Escuela Parroquial y el Colegio Ntra.Sra. del Sagrado Corazón.

En cuanto a sanidad, existe en el núcleo de Calasparra un Centro de Salud, además de un Consultorio den la pedanía de Valentín.

El equipamiento hostelero es el que resulta más deficiente, existiendo únicamente una pensión de una estrella y cuatro casas rurales. Los restaurantes suman un total de 13, uno de ellos de tercera categoría y los 12 restantes de cuarta.

Patrimonio cultural e histórico
PATRIMONIO CULTURAL

Del patrimonio cultural de Calasparra cabe citar El Molinico (S. XVI, monumento Histórico-Artístico de carácter nacional, que en la actualidad alberga la Fundación Pérez Piñero, una muestra del Museo Etnológico, parte del conjunto de las casas-palacio del Comendador de la Orden de San Juan de Jerusalén) y la Iglesia de San Pedro dónde se encuentran las bellas imágenes de San Pedro, San Sebastián y Nuestro Padre Jesús. 

Son varios los lugares de interés que el visitante podrá visitar si opta por el municipio de Calasparra:
· Santuario Virgen de la Esperanza: Se trata del lugar donde descansa la patrona de Calasparra. El Santuario está construido en el interior de unas cuevas naturales excavadas por las aguas del río.

· Acueducto: Construcción del siglo XVIII para canalizar el agua de la acequia Gil Pérez. Esta acequia pasa por el canal elevado de los Arcos de la Rambla, que se trata de un acueducto romano rehecho a principios del siglo XV.

· Castillo: Torreones y muralla circundante de época musulmana derruidos; posteriormente utilizados por la Orden de San Juan de Jerusalén.

· Iglesia de San Pedro: Iglesia parroquial que se constituye como un claro ejemplo del barroco murciano del siglo XIII.

· Iglesia de los Santos: Construcción de finales del siglo XVI. La actual construcción es barroca, del siglo XVIII.

· La Encomienda: Perteneció a la Orden de San Juan de Jerusalén y en la actualidad alberga el Museo Arqueológico. Este museo alberga restos arqueológicos que van desde el Paleolítico a la época musulmana (siglo XIII). Además de la colección de restos arqueológicos, este museo posee una importante colección geológica y paleontológica, tanto de minerales como de fósiles.

· El Molinico: Edificación medieval con modificaciones renacentistas. Declarado Monumento Histórico-Artístico es sede del Museo Etnológico, la Fundación Emilio Pérez Piñero y el Archivo Municipal. El Museo Etnológico se está conformando gracias a los vecinos de Calasparra que donan al Ayuntamiento distintos objetos y utensilios. Además, posee una sala en la que se puede contemplar la maquinaria del molino harinero y arrocero que en su día fue esta edificación. Por otro lado, el edificio alberga la Fundación Emilio Pérez Piñero que pretende dar a conocer la obra del genial arquitecto calasparreño.

· Torre del Reloj: Torre de ladrillo neo-mudéjar del siglo XVI.

· Casa Granero: Edificio de inspiración neoclásica que perteneció a la familia del Conde del Valle de San Juan.

· Cueva de los Monigotes: Conjunto de pinturas rupestres datadas del Eneolítico hasta la Edad del Bronce (2300-1700 a. C.) y situado en el Abrigo del Pozo, en el paraje del Cañón de Los Almadenes.
· Villa Vieja: Yacimiento hispánico-musulmán en el que las sucesivas campañas de excavación han puesto al descubierto la estructura de varias edificaciones y distintos objetos expuestos en el Museo Arqueológico.
· La Corredera: Plaza en la que se sitúa la Casa Consistorial.

YACIMIENTOS ARQUEOLÓGICOS

En el municipio de Calasparra podemos encontrar gran cantidad de yacimientos arqueológicos, como reflejo de la variedad de pobladores y culturas que han pasado por estas tierras a lo largo de la historia. 

Ya desde el Paleolítico medio aparecen restos de civilizaciones, las cuales se representan en la siguiente tabla:

FIESTAS

A lo largo del año se dan en el municipio de Calasparra, numerosas fiestas populares y religiosas como son:

· Juan Pelotero: Se celebra el 28 de Diciembre junto con los Santos Inocentes. 

· Los Santos Inocentes: Salen junto a Juan Pelotero el 28 de Diciembre. 

· Carnaval: Tradicionalmente, sus días grandes son el Sábado y Domingo de Piñata, una semana después de lo habitual en el resto de España. 

· Semana Santa: Miércoles Santo se celebra el Prendimiento. Procesiones: Jueves Santo noche, viernes Santo mañana y noche y Domingo de Resurrección.

· Día de Los Santos: Fiesta de San Abdón y San Senén, se celebra los días 29 y 30 de Julio.

· Feria: Se celebra del 2 al 8 de Septiembre. En estos días de Septiembre tiene lugar en esta localidad murciana sus tradicionales fiestas, en las que todo el pueblo calasparreño se vuelca participando en toda clase de actos festivos. 

· La Romería: Los días 7 y 8 de Septiembre en el Santuario de la Virgen de la Esperanza.

LEGISLACIÓN VIGENTE DE APLICACIÓN AL EXPEDIENTE.

Como punto de partida a la redacción del Avance de Planeamiento, resulta de interés un sucinto estudio de la compleja situación de la legislación urbanística en el momento presente.

Las vigentes Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipal de Calasparra datan de 1.997, por tanto, con una antigüedad de 7 años, periodo en el cual ha habido importantes modificaciones legislativas.

Estos últimos doce años han sido, los más prolijos, legislativamente hablando, del urbanismo nacional, lo que, unido a la naciente legislación urbanística autonómica, los han hecho de una fecundidad normativa difícilmente superable.

En efecto, en el ámbito estatal, se aprobó primero la Ley 8/90, de 25 de julio, sobre Reforma del Régimen Urbanístico y Valoraciones del Suelo, que derogaba la Ley del suelo de 1.975 y su Texto Refundido de 1.976. Esta Ley surge, según su propia definición, contenida en la Exposición de Motivos, para dotar de medios que permitan luchar contra el alza del precio del suelo que se venía produciendo, considerando, a su vez, que la legislación vigente no ofrecía medidas para hacer frente a los desmedidos incrementos.

Es de señalar que, ya desde su inicio, se vio envuelta en una polémica “competencial”, auspiciada por las Comunidades Autónomas que veían invadidas las suyas al respecto del urbanismo (art. 148.3 de la Constitución). A pesar de que la Ley 8/90 declara su respeto al reparto competencial, el final de este proceso, como más adelante se expondrá, no ha sido especialmente favorable a tal afirmación.

A grandes rasgos, podemos afirmar que sus elementos innovadores más destacados son: la configuración de un estatuto jurídico de la propiedad inmobiliaria, a través de las facultades que integran este derecho (a urbanizar, a la urbanización, a edificar y a la edificación),  que también introduce, vinculando el derecho a edificar a los cumplimientos sucesivos de éstas, conforme configura; introduce la figura del aprovechamiento tipo, en lugar del aprovechamiento medio, señalando que corresponde al propietario sólo el 85% de éste, siendo antes el 90%; establece un sistema objetivo de valoraciones, en función de un valor inicial que se corresponde con el catastral, incrementándose según la adquisición gradual de las facultades urbanísticas antes señaladas; también se diseña un complejo sistema de aplicación de la Ley según la población de los municipios, la cantidad de la cual se determinará o no la aplicabilidad de algunas de sus disposiciones a algunos de los municipios. En resumen, eleva notoriamente la complejidad de la gestión urbanística, creando nuevas dificultades a ésta, y sin solucionar del todo las necesidades para las cuales surgió.

Esta Ley ya preveía en su Disposición Final Segunda la aprobación de un texto refundido de las disposiciones estatales vigentes sobre suelo y ordenación urbana, texto que también regulariza y aclara. La complejidad del empeño provocó la  duplicación del tiempo inicialmente previsto para la tarea (un año) y, finalmente, se aprobó, no sin controversia acerca de la forma en que el plazo inicial se había prolongado, el Real Decreto Legislativo 1/1.992, de 26 de junio, por que se aprobaba el Texto Refundido de la Ley 8/90.

Estructurada en un Título Preliminar y otros nueve Títulos, articula de  modo mucho más profundo la normativa aplicable, abundando en las innovaciones de la Ley que refunde y profundizando en su complejidad técnica.  Y definiendo sus artículos según la materia que regulará y la competencia constitucional que tuviera para ello, en legislación básica, plena o supletoria, distinción que, posteriormente, sería barrida por el Tribunal Constitucional.

En desarrollo de estas previsiones y como instrumento destinado simplemente a adaptar materialmente la normativa y a eliminar incongruencias y previsiones derogadas, se aprueba el Real Decreto 304/1.993, de 26 de febrero,  que contenía la tabla de vigencias de los reglamentos de desarrollo y aplicación de la Ley del Suelo de 1.975 (T.R. de 1976), a la nueva normativa.

Por último, y en cuanto a la normativa estatal, nos encontramos con la Ley 7/1.997, de 14 de abril, de medidas liberalizadoras en materia de suelo y de Colegios Profesionales,  que viene a convertir en Ley el Real Decreto – Ley 5/1.996, de 7 de junio, de medidas liberalizadoras en materia de suelo y de Colegios Profesionales. Dictada también con la finalidad de abaratar el precio final del suelo, y buscando también simplificar los procedimientos administrativos, introduce significativos cambios en el ordenamiento.

Así, en sus cuatro artículos agrupados en el Capítulo I bajo el título de “Suelo”, se ocupa de eliminar la distinción entre el suelo urbanizable programado y no programado, pasando ambas clases a denominarse como “suelo urbanizable”; reduce el porcentaje de cesión obligatoria de suelo a los Ayuntamientos del 15 al 10 por ciento (desandando así el camino que la Ley 8/90 habita tomado frente a su antecedente); reduce algunos de los plazos de tramitación administrativa; y, por último, modifica varios artículos de la Ley 7/1.985, de 2 de abril, de Bases del Régimen Local, relativos a la distribución de competencias para la aprobación de instrumentos de planeamiento por las Corporaciones Locales.

La  compleja situación de la legislación urbanística estatal en el momento presente queda conformada tras la Sentencia del Tribunal Constitucional 61/97, de 20 de marzo. Dictada resolviendo recursos de inconstitucionalidad interpuestos por las Comunidades Autónomas de Aragón, Canarias, Cantabria, Castilla y León, Cataluña y Navarra contra la Ley 8/90 y su Texto Refundido de 1.992, declarando inconstitucionales la práctica totalidad de los artículos del Texto Refundido de 1.992.

Finalmente, la Ley estatal 6/98 sobre Régimen del Suelo y Valoraciones, de 13 de abril, establece los aspectos fundamentales de carácter básico y de competencia exclusiva del Estado, y trata de poner las bases de un sistema estable en el ordenamiento jurídico – urbanístico español, que queda compuesto  por la citada Ley 6/98 (recientemente modificada por RD 4/2000, de Medidas Liberalizadoras de Mercado del Suelo y con sus artículos 16.1 y 38  declarados inconstitucionales por STC de 11 de julio de 2001 por falta de competencia del Estado);  la parte vigente del Texto Refundido del 92; y, por último, el artículo 4 de la Ley 7/97, de Medidas Liberalizadoras en Materia de Suelo y Colegios Profesionales (que modifica la competencia para la aprobación de instrumentos de planeamiento urbanístico y su ejecución contenidos en la Ley Básica Local), conformando en derecho urbanístico estatal vigente, sin olvidar que se han planteado recursos de inconstitucionalidad contra aquella de manera que si resultan triunfantes, podría quedar en entredicho la necesaria estabilidad y seguridad jurídica en tan importante sector del ordenamiento jurídico.

En este estado de cosas, la citada sentencia ha producido la “reviviscencia” del Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1976 (en adelante, TRLS 76), de manera que el Alto Tribunal al declarar inconstitucionales y nulos todos los preceptos de aplicación supletoria del TRLS 92 (que eran esencialmente de carácter urbanístico) declaró también la vigencia del TRLS 76 (no se olvide que la LS 92 era un texto refundido de la LS 76 y la Ley 8/90, de Reforma del Régimen Urbanístico y Valoraciones del Suelo). 

En las Comunidades Autónomas que, como la Región de Murcia, no tenían desarrollo legislativo completo, la legislación urbanística quedo conformada por la aplicación del TRLS 76 y los artículos que han quedado vigentes del TRLS 92, así como, en su desarrollo, los Reglamentos de Planeamiento, RD 2159/1978; el Reglamento de Gestión, RD 3288/1978, y Reglamento de Disciplina Urbanística, RD  2187/1978,  en lo no derogado o afectado por las normas anteriores.

No obstante, el vacío legal en cuanto a la materia urbanística no fue completo en la Región de Murcia, resultando de aplicación preferente a lo dispuesto en la legislación supletoria estatal, las siguientes normas urbanísticas propias de la CC.AA. de la Región de Murcia:

Legislación de Ordenación del Territorio y Urbanismo de la Región de Murcia:

De ordenación del territorio: Ley 4/1992, de 30 de julio, de Ordenación y Protección del Territorio.

De carácter organizativo: Ley 10/1995, de 24 de abril, de Modificación de Atribuciones a los Órganos  Urbanísticos de la Comunidad Autónoma.

En materia de protección de la legalidad urbanística: Ley 12/1986, de 20 de diciembre, de medidas de Protección de la Legalidad Urbanística.

Legislación sectorial de la Comunidad Autónoma con incidencia en Urbanismo y Ordenación del Territorio:

Aplicación en la Región de Leyes estatales: Ley de Costas de 28 de julio de 1988 y Ley de Patrimonio Histórico Español de 25 de junio de 1985.

En materia de Medio Ambiente: Ley 1/1995, de 8 de marzo, de Protección del Medio Ambiente de la Región de Murcia y Decreto 40/1997, de 6 de junio, por el que se establece la unidad mínima de cultivo.

En materia de Carreteras: Ley 9/1990, de 27 de agosto, de Carreteras de la Región de Murcia y Ley 4/1997, de 24 de julio, de Construcción y Explotación de Infraestructuras de la Región de Murcia.

En materia de Turismo: Ley 11/1997, de 12 de diciembre, de Turismo de la Región de Murcia.

En materia de Comercio Minorista: Ley 10/1998, de 21 de diciembre, sobre Régimen del Comercio Minorista de la Región de Murcia.

En materia de Vivienda: Ley 1/1999, de 17 de febrero, de Creación del Instituto de Vivienda y Suelo de la Región de Murcia; Ley 5/1995, de 7 de abril, de Condiciones de Habitabilidad en Edificios de Viviendas y de Promoción de la Accesibilidad General; Decreto nº 80/1998, de 28 de diciembre, por el que se regulan las actividades protegidas en materia de rehabilitación privada de edificios y viviendas en el ámbito de la Región de Murcia para el periodo 1998 – 2001.

En materia de Puertos: Ley 3/1996, de 16 de mayo, de Puertos de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

En tal situación, fácilmente puede entenderse la incertidumbre motivada por el fraccionamiento del ordenamiento jurídico – urbanístico. Una situación objetiva de ruptura de la unidad del ordenamiento urbanístico en el ámbito del Estado español, que a impulsado  a las Comunidades Autónomas ha dotarse de una nueva Ley que haga de cabeza del correspondiente grupo normativo y dote a la autonomía de un ordenamiento “propio” en materia de urbanismo.

En este contexto, la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, en el ejercicio de su competencia exclusiva en materia de ordenación del territorio y urbanismo otorgada por el artículo 10.1.2 del Estatuto de Autonomía, aprobó la Ley 1/2001, de 24 de abril, del Suelo de la Región de Murcia (en adelante, LSRM),  que aceptando la calidad del TRLS 76, asume el contenido de la Ley estatal 6/98 y hace un esfuerzo importante de modernización y racionalidad, incorporando fórmulas innovadoras: categorías de suelo urbano, Programa de Actuación, Sistema de Concurrencia, etc.


La Ley 1/2001 ha sido ha su vez modificada por la Ley 2/2002, de 10 de mayo. Las causas de tal modificación las encontramos en diversos factores: de un lado, la reorganización de la Administración regional, aprobada por Decreto del Consejo de Gobierno de 15 de enero de 2002, conlleva la necesidad de dar una nueva redacción a la presidencia de la Comisión de Coordinación de Política Territorial que recoja la circunstancia de que las competencias de ordenación del territorio y urbanismo puedan estar en diferentes consejerías.

Asimismo, se consideró oportuno, tras las peticiones de diferentes Ayuntamientos, Federación de Municipios y Confederación Regional de Organizaciones Empresariales de Murcia, introducir en sus disposiciones transitorias un plazo en el que no será de aplicación para las autorizaciones de viviendas unifamiliares los requisitos del artículo 77, apartado dos, de la LSRM.

Por último, se ha procedido a modificar la redacción de algunos artículos y disposiciones, y, aunque podría haberse planteado la posibilidad de proceder a ello en el desarrollo reglamentario de la nueva LSRM, se estimó más conveniente aprovechar el momento y dotar a la Ley de una redacción más completa en las materias que abarca, como son las determinaciones de plan parcial, modificaciones estructurantes y no estructurantes, el procedimiento de aprobación de las modificaciones de planeamiento que tuviesen por objeto una diferente zonificación o uso urbanístico de los espacios libres públicos, la formalización del proyecto de reparcelación, el procedimiento de ocupación directa, la sujeción a licencia de los actos promovidos por las administraciones públicas, las reclasificaciones de suelo no urbanizable que están sometidas a evaluación de impacto medioambiental y la precisión del régimen transitorio respecto a los instrumentos de planeamiento de desarrollo, programas de actuación urbanística y régimen urbanístico del suelo.

La LSRM, en su Disposición Derogatoria Única, deroga cuantas normas de igual o inferior rango se opongan a la misma y, expresamente, las siguientes normas:

Ley 12/1986, de 20 de diciembre, de Medidas de Protección de la Legalidad Urbanística de la Región de Murcia.

La Ley 10/1.995, de 24 de abril, de Modificación de atribuciones a los Órganos de la Comunidad Autónoma en materia de urbanismo.

El Título preliminar y los Títulos I, II, III, IV y V y Disposición Adicional Segunda de la Ley 4/1992, de 30 de julio, de Ordenación y Protección del Territorio de la Región de Murcia.

El artículo 4.4 y los puntos 1.n) y 2.11 del Anexo I de la Ley 1/1.995, de 8 de marzo, de Protección del Medio Ambiente de la Región de Murcia.

La Ley 3/1987, de 23 de abril, de Protección y Armonización de Usos del Mar Menor.

Por tanto, en cuanto a la legislación urbanística vigente y propia de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, la reciente Ley 1/2001, de 24 de abril, del Suelo de la Región de Murcia, LSRM, vigente y de aplicación al presente expediente según Disposición Final Primera, a la que nos remitimos.

Completada con la legislación urbanística estatal, supletoria y vigente tras la Sentencia del Tribunal Constitucional 61/97, que declaró, en su casi totalidad, inconstitucional y nulo el Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1.992, por falta de competencia del Estado en el campo urbanístico, y posteriormente derogado, a excepción de unos cincuenta artículos, por la Disposición Derogatoria Única de la Ley 6/98, sobre Régimen del Suelo y Valoraciones, LRSV,  lo que ha supuesto la “reviviscencia” como legislación urbanística supletoria del Texto Refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana de 1.976, TRLS 76,  y sus Reglamentos de Planeamiento, Gestión y Disciplina Urbanística, RPU, RGU y RDU,  y demás disposiciones también vigentes como derecho supletorio, esto es, derecho vigente y de aplicación en defecto de regulación autonómica propia, a tenor de lo dispuesto por la meritada STC 61/97.

Junto a ellas, resulta de aplicación  la Ley 6/98, sobre Régimen del Suelo y Valoraciones, LRSV, (en cuanto a clasificación del suelo, valoraciones, expropiaciones y régimen indemnizatorio), recientemente modificada por el Real Decreto 4/2000, de Medidas Liberalizadoras del Mercado del Suelo, RD 4/2000,  de aplicación con el carácter de legislación básica en unos casos, plena en otros, (Según su Disposición Final Única, a la que nos remitimos), y que, en cuanto a Régimen Urbanístico del Suelo, resulta de aplicación desde su entrada en vigor, según establece su Disposición Transitoria Primera, a la que nos remitimos.

Finalmente, las normas sectoriales de aplicación, tanto regionales como estatales (carreteras, aguas, montes, minas, ferrocarriles, vías pecuarias...).

En conclusión, al presente expediente le será de aplicación la siguiente normativa:

Ley 6/98, de 13 de abril, sobre Régimen del Suelo y Valoraciones (LRSV), modificada por Ley 10/2003, de 20 de mayo, de medidas urgentes de liberalización en el sector inmobiliario y transportes.

Ley 1/2001, de 24 de abril, del Suelo de la Región de Murcia (LSRM), modificada por Ley 2/2002, de 10 de mayo.

Parte vigente del Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1992, a tenor de lo dispuesto por la Disposición Derogatoria Única de la LRSV (TRLS 92).

Legislación urbanística estatal y supletoria en vigor: Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1.976; Reglamentos de Planeamiento, Gestión y Disciplina Urbanística... (TRLS 76, RPU, RGU y RDU).

En materia de Medio Ambiente: Real Decreto Legislativo de Evaluación de Impacto Ambiental de 28 de junio de 1986 y Ley 1/1995, de 8 de marzo, de Protección del Medio Ambiente de la Región de Murcia en lo que queda vigente tras la entrada en vigor de la LSRM.

Normas sectoriales: Ley de Aguas, Carreteras, Montes, Minas, Vías Pecuarias…

EL AVANCE DE PLANEAMIENTO.

El presente documento no tiene más pretensión ni alcance que el de servir de propuesta de ordenación y soluciones de gestión del municipio de Calasparra, configurándose así como punto de partida para la redacción definitiva del Plan General Municipal de Ordenación y sedimentando su contenido, justificación y elección de alternativas.

Compuesto por una memoria justificativa y descriptiva y una serie de planos, contiene los objetivos, criterios y soluciones generales que formula el equipo redactor del Plan General, como base de un nuevo planeamiento urbanístico municipal.

El Avance, conforme establece el art. 135.1 de la LSRM, se someterá a información pública en el Boletín Oficial de la Región  en dos diarios de mayor difusión regional, durante un mes para que los particulares u asociados puedan formular sugerencias o alternativas  para la incorporación al nuevo planeamiento.

NECESIDAD Y CONVENIENCIA DE LA REVISIÓN DE NORMAS.

LAS NORMAS SUBSIDIARIAS DE PLANEAMIENTO MUNICIPAL.

Las vigentes Normas Subsidiarias tienen como finalidad establecer las condiciones necesarias para la ordenación, urbanización, edificación y protección de todo el término municipal, solventando los problemas urbanísticos existentes con anterioridad a las mismas por la falta de planeamiento específico,  para así disponer de un instrumento de ordenación urbanística integral de todo el territorio municipal, que defina la estructura general adoptada para la ordenación urbanística del territorio (sistemas generales), así como clasificación del suelo, a efectos de aplicar a cada clase de suelo el régimen urbanístico correspondiente, y la calificación del suelo.

Como es bien sabido, las actuales Normas Subsidiarias pertenecen al tipo definido por el artículo  91.b) del Reglamento de Planeamiento Urbanístico, RPL, cuyo contenido es el señalado en el artículo 93 RPL, y es el siguiente:

“1. – Las Normas Subsidiarias de ámbito municipal, cuyo objeto sea el señalado en el apartado b) del artículo 91, contendrán las siguientes determinaciones:

· Fines y objetivos de su promulgación, con indicación de su conveniencia y oportunidad, así como del carácter subsidiario del planeamiento general al que suplen y el señalamiento del periodo de vigencia previsto cuando se hubiese determinado su sustitución por un Plan General.

· Delimitación de los terrenos comprendidos en el suelo urbano, en las áreas aptas para la urbanización y en el suelo no urbanizable.

· La delimitación del suelo urbano se practicará de acuerdo con los criterios establecidos en el artículo 78 de la Ley del Suelo.

· Definición del concepto de núcleo de población con base en las características propias del municipio, estableciendo las condiciones objetivas que den lugar a su formación, a efectos de las posibilidades de edificar en el suelo no urbanizable y en las áreas aptas para urbanización, en tanto no sean aprobados los correspondientes planes parciales para estas últimas.

· Asignación  de usos pormenorizados para el núcleo urbano y de usos globales para las áreas aptas para la urbanización, con expresión en ambos casos de su nivel de intensidad, delimitando los sectores o fijando los criterios para su delimitación por los Planes Parciales.

· Normas Urbanísticas que tendrán, en el suelo urbano, el grado de desarrollo propio de las previstas en el apartado 2 del artículo 40 de este Reglamento, y el carácter y el grado de  precisión propio de las normas contempladas en el apartado 3 del mismo artículo cuando se refiera a zonas aptas para la urbanización.

· Esquema indicativo de la infraestructura, equipamiento y servicios urbanos para la totalidad del territorio, calculado para el límite de saturación de las áreas aptas para la urbanización y previsiones mínimas para centros y servicios de interés público y social para el suelo urbano. El esquema de infraestructura y servicios se referirá a los sistemas generales de comunicaciones, espacios libres y áreas verdes y equipamiento comunitario. (Nota: esta letra ha sido derogada según el Decreto 304/1993).

· Trazado y características de la red viaria del suelo urbano, con determinación de alineaciones, definiéndose geométricamente su trazado en planta y de rasantes, referido a la totalidad o parte de este suelo.

· Señalamiento y delimitación de las zonas objeto de protección espacial en el suelo no urbanizable y normas mínimas de defensa frente a la urbanización y a la edificación en esas zonas.

2. –  Para la delimitación del suelo urbano y de las áreas Aptas para la Urbanización se deberá prever la proyección, dimensiones y características del desarrollo previsible.”

Las determinaciones de las vigentes Normas Subsidiarias no son otras que las previstas por el Reglamento de Planeamiento Urbanístico, aprobado por Real Decreto 2159/1978, de 23 de junio, en su artículo 93. Su contenido y previsiones se sintetizan en la Memoria Justificativa, Anejo nº 2, “Cómputo de Superficies por Usos y Clasificación”:

Clasificación del suelo

· Urbano…………………………………. 1.253.309 m2.

· Apto para Urbanizar……………………1.043.051 m2.

· No Urbanizable…………………………190.767.691 m2.

Total término municipal………………….193.064.051 m2.

Usos

· SUELO URBANO  (1.253.309 m2)

Residencial

1a (Tradicional)………………………….....140.079 m2.

1a´ (Casco Antiguo)………………………..135.034 m2.

1b ...........................………………………..781.733 m2.

1d (Residencial Aislado- Adosado).............82.590 m2.

1e (Residencial de Transición)....................20.515 m2.

------------------------------------------------------------------------------

TOTAL                                                     1.435.064 m2.


Industrial

3a (Industrial Compacta)…………………….58.711 m2.

3b (Industrial Aislada)..................................34.647 m2.

------------------------------------------------------------------------------

TOTAL                                                         93.358 m2.

· SUELO APTO PARA URBANIZAR  (1.043.051 m2)

Residencial 1f (Cañada Teresa)………………………...231.117 m2.

Industrial AU3B.............................................................753.223 m2.

Equipamiento................................................................41.186 m2.

· SUELO NO URBANIZABLE  (190.767.691 m2)

Grado 1............………………………….....3.915.130 m2.

Grado 2......................……………………36.684.920 m2.

Grado 3......................…………………….4.975.325 m2.

Grado 4......................……………………45.786.649 m2.

Grado 5......................……………………22.556.509 m2.

Grado 6......................……………………22.727.002 m2.

Grado 7......................……………………41.348.784 m2.

Grado 8......................……………………12.773.372 m2.

TOTAL TÉRMINO MUNICIPAL             193.064.051 m2.

IDONEIDAD Y NECESIDAD DE SU REVISIÓN.

Las Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipal tienen vigencia indefinida, según señala el artículo. 160.1 del Reglamento de Planeamiento Estatal (RPL), lo que no podía menos de suceder por cuanto se trata de instrumentos de planeamiento que suplen a los Planes Generales, cuya vigencia indefinida proclama a su vez el artículo 45 del Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1.976 (TRLS 76) y el artículo 147 de la nueva Ley 1/2001, de 24 de abril, del Suelo de la Región de Murcia (LSRM).

En cuanto a los motivos legales de revisión de los Planes de Ordenación, la LSRM se limita a señalar en su artículo 148.1 (in fine), que:

“ (...) Ésta se producirá por las causas previstas en dicho Plan o por circunstancias sobrevenidas, debiendo ajustarse al procedimiento establecido para su tramitación y aprobación”.

En el mismo sentido se manifiesta el artículo. 160.4 RPL, al señalar:

“4.- Con independencia de lo dispuesto en los números anteriores, las Normas contendrán entre sus determinaciones los supuestos en que deba procederse a su revisión o a su sustitución por un Plan General.”

El Ayuntamiento de Calasparra, entre otras motivaciones, ha  constatado la necesidad de revisión del planeamiento en virtud a las siguientes consideraciones:

· Necesidad de estudiar convenientemente, en todo el término municipal, el Suelo No Urbanizable, para definir y delimitar diferentes grados de utilización y protección (LICS y ZEPAS, protección ambiental, dominios públicos....).

· Conservación del Patrimonio natural, paisajístico, arqueológico y ambiental, incorporándolos en un  modelo territorial claro, coherente, garantizando que no se desvirtúen los valores históricos acumulados a lo largo del tiempo por la población.

· Necesidad de nuevas clasificaciones en el término municipal, creando áreas residenciales que se integren en armonía con el paisaje natural.

· Conveniencia y oportunidad de prever desde el planeamiento fórmulas que favorezcan e incentiven los desarrollos turísticos de alta calidad, para así aprovechar las potencialidades del turismo rural que tiene el municipio como alternativa y complemento a la agricultura.

· Adaptar el planeamiento a la nueva estructura de la clasificación del suelo que surge con al Ley 6/98 sobre Régimen del Suelo y Valoraciones, LRSV, y en su desarrollo, la reciente Ley 1/2001, de 24 de abril, del Suelo de la Región de Murcia, LSRM, que establecen el carácter residual del suelo urbanizable.

MODELO TERRITORIAL Y ORDENACIÓN.

LA DISTINCIÓN ENTRE ORDENACIÓN ESTRUCTURAL Y ORDENACIÓN PORMENORIZADA. EL SIGNIFICADO DE ESTA DIFERENCIA.

La legislación supletoria estatal  (TRLS 76) jerarquiza formalmente los contenidos del planeamiento urbanístico. En ella el sistema de planeamiento urbanístico se estructura en dos escalones por relación  al documento – Plan que contienen las determinaciones de la ordenación: Plan General y Plan Parcial (o derivado). La LSRM opta por una jerarquización sustantiva del sistema de planeamiento general. Establece dos escalones diferenciados por el tipo de contenido, y no por el documento que los formaliza: la ordenación “estructural” y la ordenación “no estructural”.

A ello hace una primera referencia el art. 121 de la LSRM, al señalar que la Memoria de los Planes Generales debe contener, entre otras determinaciones,  “los elementos estructurales del Plan”. Esto hay que ponerlo en relación con lo señalado en el artículo 149.1 LSRM, modificado por Ley 2/2002, de 10 de Mayo, y que abunda en los contenidos considerados como “estructurales” del Plan General, al señalar:

“Art. 149.1. 

Se considera modificación la alteración de las determinaciones del Plan, tanto gráficas como normativas, distinguiéndose entre modificaciones estructurales y modificaciones no estructurales según afecten o no a los elementos fundamentales de la estructura general y orgánica del territorio, tales como sistemas generales, usos globales e intensidad de los mismos”.

Es por ello que este Equipo Redactor afirma que la la nueva Ley 1/2001, de 24 de abril, del Suelo de la Región de Murcia, LSRM, opta por una jerarquización sustantiva del sistema de planeamiento. Establece dos escalones de ordenación, que se caracterizan por el tipo de contenido, no por el documento que formaliza éste: la “ordenación estructural” y la “no estructural”. Y esto, además, tiene su correspondiente reflejo en el ámbito competencial, a tenor de lo dispuesto en los artículos 138 y 139 de la LSRM en cuanto a las modificaciones del Plan General, pues a las consideradas “estructurales” las aprueba definitivamente la Comunidad Autónoma y a las “no estructurales”, los propios Ayuntamientos.

Por tanto, la primera cuestión que se le plantea a este Equipo Redactor es determinar que elementos deben ser considerados como “ordenación estructural” y cuales como “no estructural”, y esto partiendo del cumplimiento de lo señalado por la LSRM en cuanto a elementos integrantes de la ordenación estructural, según la cual:

Conforman la ordenación estructural del Plan General lo que se ha denominado por el artículo  98.b), como “Estructura General y Orgánica del Territorio” que  se integra por los Sistemas Generales, que a su vez se dividen en cuatro categorías: comunicaciones, infraestructuras, espacios libres y equipamiento comunitario.”

Pero no acaba aquí el contenido “estructural” del Plan, pues el más arriba trascrito art. 149.1 LSRM modificado por Ley 2/2002, dice que constituirán también la ordenación estructural del Plan General elementos “tales como (...) usos globales e intensidad de los mismos”.

Llegados a este punto, se plantea la siguiente cuestión: ¿establece la LSRM una determinación de elementos estructurales entendida como  númerus clausus o existen otros elementos que merezcan tal consideración?. De un examen del derecho comparado (Vrg: Ley Reguladora de la Actividad Urbanística de Valencia), así como del tenor literal del artículo  149.1  LSRM , al señalar que constituirán también la ordenación estructural elementos “tales como” (...) se desprende claramente que el contenido estructural del Plan General debe ser mayor, pues, en definitiva, de lo que se trata, en nuestra opinión, es de una ordenación estructural entendida como determinación de los principales elementos configuradores del espacio urbano; el análisis y diseño de  las grandes piezas de la ciudad a escala global. 

La determinación de estos elementos estructurales corresponde al propio PGMO, tal y como se desprende del tenor literal del artículo 121.a LSRM, al señalar que la Memoria del Plan General “deberá definir los elementos estructurales del Plan”.

Y esto es lo que proponemos en el presente Avance de Planeamiento; determinar los elementos que se consideran ordenación estructural, siendo el resto ordenación no estructural, y que nosotros denominamos como ordenación “pormenorizada”.

Los elementos integradores de la Ordenación Estructural que proponemos incluir en el  PGMO de la Calasparra son los siguientes:

· Directrices definitorias de la estrategia de evolución urbana y ocupación del territorio (D.E.U.T.).

· Clasificación del suelo.

· Zonas de Ordenación Urbanística.

· Sectorización.

· Aprovechamientos de referencia.

· Régimen general de los usos.

· Tratamiento de los bienes de dominio público no municipal conforme a su legislación reguladora.

· Elementos y reservas de suelo que determinan la estructura general y orgánica del territorio.

· Ordenación de los centros cívicos y las actividades susceptibles de generar tránsito intenso.

· Normas sobre el desarrollo de los sectores de suelo urbanizable.

A continuación, procedemos a realizar un análisis de las características principales de cada uno de los elementos referenciados, que consideramos justifican su categorización como elementos integrantes de la ordenación estructural:

Directrices definitorias de la estrategia de  evolución urbana y ocupación del territorio:

Constituyen el primer elemento integrante de la Ordenación y pretenden exponer racionalmente los objetivos de evolución urbana prevista en el Plan General, su modelo territorial, con el objetivo de, por un lado, dotar del máximo de racionalidad a su contenido y propuesta, y por otro lado, establecer el marco adecuado que permita la interpretación globalizada del conjunto de sus determinaciones, definiendo el esquema básico que asienta al planeamiento y vertebra su coherencia como sistema. La estrategia de evolución urbana es, en definitiva, el modelo territorial que se propone y que debe ser mantenido a lo largo de la vigencia del planeamiento. 

Estas directrices definitorias de la estrategia de evolución urbana y ocupación del territorio tienen un indudable parangón con  “los objetivos del Plan referidos al municipio” y “el modelo de desarrollo urbano y territorial” del artículo 121 a) de la Ley 1/2001, de 24 de abril, del Suelo de la Región de Murcia (en adelante, LSRM), así como con “el modelo de desarrollo elegido y descripción de la ordenación propuesta” y con los “objetivos y criterios de la ordenación del territorio” que el 38 del Reglamento de Planeamiento estatal (en adelante, RPU) exige para los Planes Generales.

Las Directrices de Ordenación constituyen una de  las determinaciones de máximo rango del PGMO, puesto que los Planes Parciales (o Especiales) no pueden alterarlas en ningún caso. Por este motivo se formalizan como documento de eficacia jurídicamente vinculante independiente de la memoria del Plan General. Como su nombre indica no son  normas directamente reguladoras del uso de los terrenos, sino disposiciones rectoras de las posibles modificaciones del propio PGMO y de los instrumentos de planeamiento derivado que lo han de desarrollar. Suponen la definición formal de los criterios y objetivos que dotan de finalidad inteligente al conjunto de determinaciones estructurales del PGMO; la formalización expresa del para qué de toda la ordenación  en su conjunto, diferenciando los objetivos del PGMO de las determinaciones meramente instrumentales que éste ha articulado para alcanzar aquellos. Su contenido se centra en orientar las posibles modificaciones del PGMO, contemplando las alternativas que estos pueden implimentar y las limitaciones a que deberán sujetarse.

La Clasificación del suelo.

El PGMO clasifica los terrenos en suelo urbano, urbanizable y no urbanizable (art. 61.1. LSRM). La clasificación como suelo no urbanizable se fundamenta en valores dignos de especial protección, y clasifica como suelo urbano o urbanizable los terrenos que, por convenir al modelo territorial, se pretendan mantener o incorporar al proceso urbanizador, así como aquellos carentes de valores merecedores de protección como suelo no urbanizable. El Plan General en su ordenación estructural diferenciará el suelo urbanizable entre sectorizado y no sectorizado.  La clasificación del suelo comprende el cien por cien de la superficie a ordenar del Plan General.

Las Zonas de Ordenación Urbanística.

Las Zonas de Ordenación Urbanística son una calificación u ordenanza general a la que queda sujeta un conjunto amplio de terrenos. La zonificación es una técnica que utiliza el PGMO y que opera, por así decirlo, transversalmente respecto de la sectorización o clasificación de los terrenos. Terrenos ubicados en posición recíprocamente distante, incluso en distintos sectores o clases de suelo pueden estar sujetos a una misma ordenanza de edificación, que es descriptiva de la tipología de las construcciones y el uso básico del suelo.

El PGMO  de Calasparra dará un paso más al establecer una reglamentación general de zonas de ordenación urbanística, que abarca un elenco lo más completo posible de reglamentaciones zonales, de modo que los Planes de desarrollo puedan escoger la que estimen más adecuada entre ellas para cada parte del territorio ordenado. La ventaja pretendida con esta relación es simplificar la normativa urbanística, regularizar su manejo y aplicación, así como facilitar su conocimiento público. Se pretende pues, que exista una sistemática en la regulación – con variedad de posibilidades – a la que los Planes de desarrollo puedan remitir excusando la formalización de regulaciones propias. No obstante, se permite que cada Plan de desarrollo establezca sus propias regulaciones zonales, cuando concurran razones de interés local que así lo justifiquen.

Sectorización.

El PGMO de la Calasparra delimitará gráficamente el ámbito geográfico previsto para los planes parciales y/o especiales que lo desarrollen. “Sector” es la denominación legal que recibe en la LSRM este ámbito. Cada Plan Parcial o Especial deberá abarcar uno o varios sectores completos.

Aprovechamientos de Referencia.

El aprovechamiento de referencia (en otra legislaciones, denominado aprovechamiento medio o tipo) es, en derecho comparado, la edificabilidad unitaria que el planeamiento establece para todos los terrenos comprendidos en una misma área, sector o unidad de actuación, a fin de que a los propietarios corresponda, en régimen de igualdad, un aprovechamiento subjetivo idéntico o similar, con independencia de los aprovechamientos objetivos que el Plan permita construir en sus fincas. Es una determinación normativa del Plan tendente a evitar desigualdades aleatorias en el grado de participación de los propietarios en las plusvalías derivadas del proceso de ejecución del planeamiento.

La LSRM asume y desarrolla la noción de justa distribución de beneficios y cargas entre propietarios como uno de los principios rectores de la actividad urbanística (art. 4.3 LSRM) que, por otra parte, remiten a los artículos 45 a 47 de la Constitución Española, C.E., y está en coherencia a su vez con el principio de derecho general – estatal (art. 5 LSRV). No obstante, no debe olvidarse que lo que legitima en última instancia  la actividad urbanística, entendida como una función pública, es la procura del bienestar de la población, propiciando la calidad de vida de las personas, siendo la equidad  en el reparto beneficios y cargas entre los propietarios de terrenos afectados, no tanto un fin primordial de la acción urbanística como una exigencia para el actuar público, por imperativo de la LSRM  en los términos del citado art. 4 y ss. Es, por tanto, condición necesaria para la legitimidad de la acción urbanística, dentro de las exigencias legales, pero no es condición suficiente para satisfacer las exigencias constitucionales que han de informar el desarrollo de la actividad urbanística (art. 53.3 C.E.).

Entre las técnicas de “equidistribución” utilizadas por la LSRM destaca el denominado “aprovechamiento de referencia”, como previsión tendente a la más justa distribución de los aprovechamientos urbanísticos, que se anticipa en el Plan par dar mayor versatilidad y flexibilidad a sus instrumentos de ejecución, de modo que el ámbito de éstos se adecue a las necesidades técnicas de la obra de urbanización. 

Régimen general de los usos.

El PGMO de Calasparra, en desarrollo coherente con lo dispuesto en la LSRM, parte de una clasificación en apariencia simple  según las actividades humanas básicas: Residencial, Actividad Economica o Dotacional. La pormenorización de estos usos básicos, el establecimiento de grados y las posibles dependencias entre ellos de compatibilidad, incompatibilidad, prohibición, predominancia o complementariedad originan un entramado más complejo, que ya forma parte de lo que denominamos como ordenación “pormenorizada”.

Por ende, el PGMO hará una primera diferenciación entre usos que denominamos “globales”, de competencia autonómica, y su desarrollo mediante usos “pormenorizados” de competencia municipal, siendo los usos pormenorizados atribuibles únicamente al suelo urbano, y los usos globales al suelo urbanizable, a desarrollar mediante planeamiento derivado, en coherencia con lo dispuesto en la LSRM, si bien, hay que admitir que la jurisprudencia  ha flexibilizado el sistema admitiendo expresamente que, en virtud del principio de jerarquía de planeamiento, el PGMO podrá invadir cometidos específicamente reservados al Plan Parcial en esta materia (STS de 20 de septiembre de 1.985 (Arz. 5959).

La mayor novedad quizás radica en que la LSRM admite que las reservas de suelo dotacional público para equipamientos se permitan su reserva genérica, sin especificar el uso concreto del mismo, si bien, se elimina los equipamientos de tipo “comercial”, por su evidente contenido económico, y se consideran equipamientos públicos únicamente aquellos que tienen una finalidad de dotación pública, como su propio nombre indica, por tanto, afectos al dominio público municipal y no al patrimonio municipal del suelo.

Tratamiento de los bienes de dominio público no municipal conforme a su legislación reguladora.

La regulación sectorial de las distintas clases de dominio público (natural o artificial) plantea un conjunto de limitaciones legales, un tanto heterogéneas, que deben ser tomadas en consideración por los Planes a la hora de establecer la ordenación urbanística. Estas regulaciones suelen establecer distancias mínimas de servidumbre a cada tipo de dominio público dentro de las que se limita la posibilidad de realizar determinadas obras o se sujeta ésta a informe preceptivo o autorización concurrente con la urbanística otorgada por el departamento competente para la tutela del dominio público de que se trate. Entre las más relevantes desde el punto de vista urbanístico, en el término de Calasparra, sin ánimo exhaustivo, encontramos las de carreteras y  cauces fluviales.

Elementos y reservas de suelo que determinan la estructura general y orgánica del territorio.

La LSRM establece un concepto de “Estructura General y Orgánica del Territorio” que no guarda relación directa con la problemática de la gestión del planeamiento, ni con las obligaciones normales de la propiedad inmueble en su faceta urbanística. Se considera “Estructura General y Orgánica del Territorio” los Sistemas Generales de  Comunicaciones, Infraestructuras, Equipamiento Comunitario, Zonas Verdes y Espacios Libres (art. 98 b) LSRM). Los Sistemas Generales Integran el conjunto de dotaciones públicas cuya configuración espacial es establecida en el marco de las determinaciones de carácter “estructural”, siendo el resto, ordenación de carácter “pormenorizado”. La distinción entre los dos niveles de dotación pública es, por ende, reconducida a la faceta metodológica de la planificación urbana. La Administración, al planificar el uso del territorio, realiza la previsión de terrenos reservados a dotaciones en dos momentos diferenciados.

En un primer momento se establecen aquellas reservas que condicionan la estructura global del territorio, que lo organizar a gran escala. Pero estas reservas no terminan de deslindar el espacio público del privado. Son aquellas que pueden ser prefiguradas con antelación respecto de la forma de los edificios y parcelas a consolidar en su entorno. Después, en un segundo momento, la planificación conforma otras reservas dotacionales suplementarias, que en el derecho comparado se denominan sistemas “locales”, que componen la ordenación “pormenorizada”, la cual se fija  al definir las alineaciones divisorias finales entre el suelo público y el privado y el modelo de parcelación. No es, en consecuencia, una distinción  relacionada con el “ámbito de servicio” de cada pieza, ni sirve para derivar de ella consecuencias jurídicas respecto al estatuto jurídico de la propiedad. La determinación de elementos configuradores de la ordenación estructural, entre ellos, la determinación de los sistemas generales de planeamiento, no trata tanto de identificar el equipo urbano de “primera categoría”, cuanto de organizar coherentemente la estructura urbanística del territorio antes de perfilar sus detalles, de forma que lo que la LSRM denomina como “Sistemas Generales” formen un conjunto de elementos de conexión recíproca.

Ordenación de los centros cívicos y las actividades susceptibles de generar tránsito intenso.

Se entiende por centro cívico el conjunto articulado de edificios, instalaciones, espacios públicos y red viaria de apoyo que sirven para dotar a la ciudad de áreas para el desarrollo de distintas clases de actividades o donde se prevea gran afluencia de público.

Este concepto, que se integra en la Estructura General y Orgánica del Territorio, no pretende tanto introducir una noción sustantiva novedosa que no aparece en la LSRM, cuanto considerar estructural la ordenación del terreno destinado o aledaño a aquellas construcciones o instalaciones o conjuntos de ellas que desempeñan cierto papel polarizador en los flujos de tránsito o en la actividad de la población.

En Calasparra, la plaza de la Corredera puede ser un espacio que se asemeja a lo que en una gran urbe se entendería como centro cívico.

Normas de desarrollo de los sectores de suelo urbanizable.

Para cada uno de los sectores o áreas de planeamiento derivado que contempla el PGMO, se establece una normativa de obligado cumplimiento que concreta las bases que servirán para la redacción del correspondiente instrumento de desarrollo (Plan Parcial o Especial). Se consideran ordenación estructural no cualesquiera previsiones orientativas del PGMO relativas a cada uno de esos instrumentos de desarrollo, sino las que constituyan objetivos primarios del mismo, de lo contrario se privaría al Plan Parcial de la virtualidad innovadora frente al PGMO que la LSRM ha querido conferir.

Esto entronca con la idea de “directrices” para el desarrollo del Plan General, que ahora se referirán a cada sector de planeamiento de desarrollo previsto por el PGMO. Por eso, esta determinación es de obligada observancia e imposible modificación por el planeamiento de desarrollo. Son, en todo caso, objetivos fundamentales y no modificativos vía plan de desarrollo, que fija el PGMO.

En cuanto a los Estudios de Detalle, queda legitimada su redacción en cualquiera de los supuestos que establece la LSRM, y resultan de obligada redacción en las áreas concretas que, en su caso, se señalen por el PGMO.

MODELO TERRITORIAL

Se propone un nuevo modelo territorial en relación al asumido por planeamientos anteriores, una nueva opción que altera sustancialmente el marco urbanístico y  territorial que las Normas Subsidiarias vigentes, de 1.997, preveían.

Obviamente, no se trata de un municipio que en  nueve años sea capaz de dejar desfasadas las previsiones urbanísticas efectuadas, sin embargo, la Ley 6/98, de 13 de Abril, sobre Régimen del Suelo y Valoraciones, LSRV, y en concordancia, la Ley 1/2001, de 24 de Abril, del Suelo de la Región de Murcia, LSRM, establecen una nueva estructura de la clasificación del suelo, con lo que parece conveniente aprovechar el expediente de Revisión de Normas para su adaptación a las mismas, con la elaboración y redacción de un nuevo Plan General Municipal de Ordenación, PGMO, instrumento de planeamiento que con la nueva LSRM se presenta como el único de ordenación integral del territorio municipal.

Por tanto, la entrada en vigor de la LSRM obliga a los Ayuntamientos a que la revisión de sus Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipal se realice mediante un Plan General Municipal de Ordenación que se adapte a sus determinaciones. Un nuevo instrumento de planeamiento con un contenido, documentación y determinaciones mucho más complejo y extenso que el necesario para unas simples Normas Subsidiarias, instrumento de planeamiento de carácter supletorio, en ausencia de Plan General.

La nueva consideración “residual” del suelo urbanizable es la idea principal sobre la que descansa la LSRV, que asumen, por imperativo constitucional, todas las legislaciones autonómicas y, por ende, nuestra reciente LSRM. Se fundamenta en la indiscutible necesidad de ampliar la oferta de suelo urbanizable, como medida que incida directamente en la bajada de su precio de repercusión. Para ello parte de una nueva estructura de la clasificación del suelo, de manera que fuera del suelo que reúne las condiciones para ser clasificado como urbano, o del que es necesario proteger o no es apto para el proceso urbanizador (suelo no urbanizable), todo el resto se declara apto, en principio, para ser urbanizado. De esta manera, el carácter “residual” que, hasta ahora, tenía el suelo no urbanizable, pasa a tenerlo el suelo urbanizable. Por tanto,  la LSRV y LSRM marcan los criterios de clasificación en cuanto son base para determinar el estatuto jurídico de la propiedad, pero, en definitiva, es el planeamiento el que debe concretar estos principios, de forma obligada a partir de la revisión de los instrumentos planificadores.

Debe ponderarse que aunque la LSRV y LSRM fijan, en principio, sólo tres clases de suelo, de su articulado se desprende la existencia de subespecies o categorías dentro de cada clase.

Así, la LSRV distingue las siguientes clases de suelo:

· En el suelo urbano, diferencia las subclases de suelo urbano consolidado por la urbanización, y suelo urbano no consolidado. Correspondiendo al legislador o al planificador la inclusión de los terrenos en una u otra categoría. 

· En el suelo urbanizable, la LSRV diferencia entre el suelo urbanizable sectorizado y no sectorizado. El primero es aquel para el que el planeamiento ha delimitado ámbitos o condiciones para su desarrollo inmediato (actual suelo urbanizable programado; y suelo apto para urbanizar) el segundo (actual suelo urbanizable no programado), es aquel para el que el planeamiento general no ha establecido las condiciones para su desarrollo. Late, por tanto, en la LSRV un concepto negativo de la ordenación del suelo urbanizable: solo en determinados sectores contendrá determinaciones para su desarrollo (suelo sectorizado), mientras que, en los demás, sólo determinará los usos globales, las intensidades máximas admisibles, y, en su caso, las determinaciones y contenido de la documentación que deberá contener el planeamiento de desarrollo, el cual, en principio, queda a disposición de la libre iniciativa privada, bajo la dirección de los entes públicos.

· El suelo no urbanizable, lo constituye aquel sujeto a algún régimen de protección.

En el mismo sentido, la LSRM define las tres clases de suelo estableciendo distintas categorías, más acordes con las características y peculiaridades del territorio regional:

· El suelo urbano lo define y diferencia en distintas categorías en su artículo 63, que dice:

“1. Tendrán la consideración de suelo urbano consolidado por la urbanización los terrenos en que no resulte necesario el desarrollo de mecanismos de equidistribución de beneficios y cargas.

2. Tendrán la consideración de suelo urbano sin consolidar los terrenos que el planeamiento delimite como Unidades de Actuación para su ejecución como unidad integrada, entendiendo como tal la que requiera mecanismos de equitativa distribución de beneficios y cargas y ejecución de proyectos de urbanización.

3. No obstante lo dispuesto en el apartado 1, en el suelo urbano consolidado podrán delimitarse Unidades de Actuación para llevar a cabo operaciones de renovación o mejora urbana.

4. Tendrán la consideración de suelo urbano núcleo rural los terrenos, incluidos los de la huerta tradicional de la Región de Murcia, en los que, por existir agrupaciones de viviendas con viario e infraestructura común,  y relaciones propias de vida comunitaria, constituyan un asentamiento de población tradicional reconocido oficialmente por un topónimo y especialmente vinculado a actividades del sector primario.

5. Tendrán la consideración de suelo urbano especial los terrenos, incluidos los de la huerta tradicional de la Región de Murcia, que, careciendo de alguno de los requisitos del número anterior, constituyan un asentamiento con frente a camino público tradicional.”

· El suelo no urbanizable es aquel que reúne alguna característica que lo hace merecedor de especial protección. Así dice el art 65 de la Ley;

“1. Constituirán el suelo no urbanizable, con la categoría de suelo no urbanizable de protección específica, los terrenos, incluidos la Huerta tradicional de la Región de Murcia, que deben preservarse del proceso urbanizador, por estar sujetos a algún régimen específico de protección incompatible con su transformación urbanística, de conformidad con los instrumentos de ordenación territorial, los instrumentos de ordenación de recursos naturales y la legislación sectorial, en razón de sus valores paisajísticos, históricos, arqueológicos, científicos, ambientales o culturales, para la prevención de riesgos naturales acreditados en el planeamiento sectorial, o en función de su sujeción a limitaciones o servidumbres para la protección del domino público.

2. También tendrán esta clasificación, con la categoría de suelo no urbanizable protegido por el planeamiento, los terrenos, incluidos los de la Huerta tradicional de la Región de Murcia, que el Plan General justificadamente así clasifique por sus propios valores de carácter agrícola, forestal, ganadero, minero, paisajístico o por sus riquezas naturales, así como aquellos que se reserven para la implantación de infraestructuras y servicios públicos.”

· El suelo urbanizable, como se ha dicho, es el residual, es decir, el que no reúne los requisitos necesarios para ser clasificado como urbano o no urbanizable. Se divide en sectorizado, no sectorizado y especial, según dice su art. 66:

“1. Constituirán el suelo urbanizable los terrenos que no tengan reconocido por el planeamiento la condición de suelo urbano o de suelo no urbanizable

2. En esta clase de suelo se podrá establecer la categoría de suelo urbanizable especial para aquellos terrenos específicos, incluidos los de la Huerta tradicional de la Región de Murcia, con peculiares características de asentamientos existentes, con urbanización parcial y especial entorno ambiental, que tendrán el régimen legalmente previsto para su protección ambiental.

3. En esta clase de suelo, tendrá la consideración de suelo urbanizable sectorizado el integrado por los terrenos que así se delimiten para su urbanización, según el modelo y estrategia de desarrollo del planeamiento urbanístico.

4. El resto del suelo urbanizable tendrá la consideración de suelo urbanizable sin sectorizar.”

Volviendo al PGMO, será la reclasificación de nuevos suelos urbanizables residenciales, todos  de media o baja densidad y ocupando territorio degradado, antropizado o de escaso valor, así como resto de elementos necesarios para la adaptación del planeamiento a la LSRV y la reciente LSRM, los aspectos dignos de constituir un expediente de revisión planeamiento.

La mayor novedad del presente Avance de Planeamiento es la propuesta de clasificación como suelo urbanizable de todos aquellos suelos carentes de valores dignos de especial protección, ampliando de forma sustancial la actual reserva de suelos urbanizables. De esta forma, Calasparra adapta su planeamiento a las exigencias de la legalidad vigente y, a la vez,  da el primer paso para posibilitar la creación de nuevas urbanizaciones de tipo turístico – residencial de alta calidad que están proliferando en todo el Levante español y singularmente en los últimos años en la Región de Murcia, y que atraerá a un turismo internacional, de carácter estable y no estacional, con ordenaciones del suelo basadas en criterios de integración paisajística y medioambiental. En definitiva, una respuesta desde el planeamiento a esa nueva demanda de zonas residenciales en contacto directo con la naturaleza y con buenos accesos a las vías de comunicación regionales, que sin duda van a beneficiar a toda la población de Calasparra, mejorando sustancialmente el rango urbano del núcleo y la calidad de vida de sus habitantes.

A la vez, las nuevas urbanizaciones generarán una importante reactivación económica, que llevará consigo la consolidación de Calasparra como núcleo urbano, reforzando su centralidad y rango jerárquico, puesto que será la ciudad la principal receptora de las actividades ligadas a los nuevos residenciales (restaurantes, tiendas, oficinas…), lo que repercutirá en su desarrollo urbano, reflejo de transformación socioeconómica que beneficiará a sus residentes, que van a ver con toda probabilidad revalorizadas sus viviendas. Esta presión inmobiliaria puede generar el desplazamiento de algunos residentes actuales por turistas de mayor poder adquisitivo.

Los suelos que presentan valores dignos de especial protección se clasificarán como “No Urbanizables”, en sus distintas categorías: a) Suelo No Urbanizable de Protección Específica; b) Suelo No Urbanizable Protegido por el Planeamiento: c) Suelo No Urbanizable Inadecuado, y se constituirán como un elemento esencial del Municipio,  garante de su desarrollo sostenido.

Los suelos clasificados como no urbanizables en su categoría de “Protección Específica”, son aquellos que queden incluidos en alguno de los supuestos del artículo 65.1 de la LSRM, que dice:

“Constituirán el suelo no urbanizable, con la categoría de suelo no urbanizable de protección específica, los terrenos, incluidos los de la Huerta tradicional de la Región de Murcia, que deban preservarse del proceso urbanizador, por estar sujetos a algún régimen específico de protección incompatible, con su transformación urbanística, de conformidad con los instrumentos de ordenación territorial, los instrumentos de ordenación de recursos naturales y la legislación sectorial, en razón de sus valores paisajísticos, históricos, arqueológicos, científicos, ambientales o culturales, para la prevención de riesgos naturales acreditados en el planeamiento sectorial, o en función de su sujeción a limitaciones o servidumbres para la protección del dominio público.”

El Suelo No Urbanizable de Protección Específica del Plan General de Calasparra lo integrarán las áreas del término incluidas en los dominios públicos así establecidos por la legislación sectorial. Así, se incluyen en esta categoría de suelo únicamente los dominios públicos de las carreteras estatales y regionales ya construidas, que son las que se conoce con precisión su línea de domino público. De esta forma, las zonas de servidumbre, afección, protección y límite de edificación podrán pertenecer a cualquier clase de suelo, es decir, urbano, urbanizable o no urbanizable, si bien, y en cualquier caso, con estricto cumplimiento de las limitaciones en cuanto a protección, afección, servidumbre y límite de edificación que impone la legislación de carreteras para cada clase de suelo. 

También son dominio público, por aplicación directa de la Ley, el dominio público de aguas superficiales y subterráneas (cauces de ríos y ramblas) y las vías pecuarias así clasificadas por la Consejería de Agricultura, Agua y Medio Ambiente. Son dominios públicos de los calificados como “inmemoriales”, esto es, que han existido siempre. Por tanto, el acto administrativo de deslinde determinará los límites de la franja que los delimita.

De otra parte, debe señalarse que el término municipal de Calasparra se encuentra afectado (de momento) por la por la propuesta provisional de zonas susceptibles de ser declaradas como “Lugares de Importancia Comunitaria (L.I.C.s) en la Región de Murcia”, redactado por la Consejería de Agricultura, Agua y Medio Ambiente en aplicación de la Directiva 92/43/CEE del Consejo de Europa, de 21 de mayo, sobre “Conservación de los Hábitats Naturales y de la Fauna y la Flora Silvestre” y cuya propuesta, cuando sea  definitiva, se elevará al Consejo de la Unión Europea para su declaración como  “Zona de Especial Conservación” dentro de la “Red Europea Natura 2000”.

Una vez determinados los suelos no urbanizables así definidos por normas o instrumentos de planeamiento de rango jerárquico superior al Plan General, esto es, por leyes sectoriales, Planes u otros Instrumentos de Ordenación Territorial, le toca el turno al Plan General  determinar otros suelos  que convenga preservar del desarrollo urbanístico, atendiendo  a sus valores ambientales, paisajísticos, históricos, etc. Estos suelos constituirán una nueva categoría: el suelo no urbanizable “Protegido por el Planeamiento”, tal y como predica el artículo 65.2 LSRM, al señalar:

“También tendrán esta clasificación, con la categoría de suelo no urbanizable protegido por el planeamiento, los terrenos, incluidos los de la Huerta tradicional de la Región de Murcia, que el Plan General justificadamente así clasifique por sus propios valores de carácter agrícola, forestal, ganadero, minero, paisajístico o por otras riquezas naturales, así como aquellos que se reserven para la implantación de infraestructuras o servicios públicos.”

Por ende, integrarán el suelo no urbanizable “Protegido por el Planeamiento” todos los suelos que el Plan, de forma justificada, pretenda preservar del desarrollo urbanístico en atención a valores dignos de especial protección.

Especial mención merecen los suelos no aptos para el desarrollo urbanístico por servir de reserva para infraestructuras públicas, que según el artículo 65.2 LSRM se clasifican como suelo no urbanizable “protegido por el planeamiento”. Sobre estas reservas de suelo se realizará el proyecto concreto de la infraestructura a realizar (carreteras, ferrocarriles…), cuya superficie quedará afecta al dominio público. Tal y como señala el artículo 77.3. párrafo segundo LSRM: 

“una vez ejecutada la infraestructura, los terrenos no afectados al sistema general quedarán sujetos al régimen correspondiente a la categoría de suelo colindante o a la que el planeamiento prevea”.

La LSRM introduce una nueva categoría de suelo no urbanizable,  el que se considera como “inadecuado” para el desarrollo urbanístico, en virtud del principio de utilización racional de los recursos naturales o por la necesidades de garantizar un desarrollo sostenible del territorio, de acuerdo con el modelo de desarrollo urbano y territorial definido por el planeamiento.

En el Suelo No Urbanizable se deberán adoptar medidas de conservación y protección estricta de espacios de gran valor intrínseco, sin que esto suponga la congelación de los mismos que impida de forma indiscriminada el disfrute de esos recursos naturales que se puedan preservar.

En este sentido, las líneas de intervención serán las siguientes.

· Medidas de protección y conservación con las que se pretende salvaguardar los valores naturales y paisajísticos.

· Actuaciones de revalorización del paisaje, acondicionando itinerarios para disfrute de vistas y para la comprensión del medio, así como otras intervenciones previamente seleccionadas.

· Tratamiento integral del conjunto de espacios verdes de la zona, para potenciar una oferta conjunta que, respetuosa con el medio ambiente, constituya un importante atractivo para los asentamientos turísticos que el Plan propone.

De esta forma, a través de la continuidad de los espacios a conservar, se pretende su puesta en valor de forma conjunta, evitando la presión urbanizadora y antrópica sobre elementos aislados y la degradación ambiental y paisajística derivada.

Por tanto y partiendo del modelo existente, la propuesta de planeamiento se fundamenta  en unas directrices de ordenación y una nueva clasificación del suelo en función de los tipos de suelo posibles de acuerdo con el marco legal vigente, a saber, suelo urbano, urbanizable y no urbanizable.

MOTIVACIÓN RAZONADA DE LAS DECISIONES DE ORDENACIÓN MÁS RELEVANTES O CONTROVERTIDAS.

Este apartado pretende especialmente sistematizar el debate sobre las cuestiones de mayor trascendencia en cuanto a la ordenación del territorio, que propone el presente Avance de Planeamiento a modo de consulta e intercambio de opiniones en el trámite de información pública,  para así incorporar al PGMO determinaciones suficientemente debatidas y analizadas. Se ha optado por el método de estudiar los distintos supuestos agrupándolos en cada clase de suelo. Sin duda, no se agotan las cuestiones que se pueden suscitar, pero si se produce un acercamiento sustancial al modelo territorial resultante.

1.1.1.1. SUELO URBANO

1.1.1.1.1.  Suelo Urbano Residencial

La delimitación del suelo urbano se ha realizado sobre una consideración teleológica del mismo: la de considerar o habilitar el sometimiento de ese suelo al régimen de gestión por Actuaciones Aisladas, por ser suelo que no requiere para su urbanización de proyectos de ámbitos urbanos completos o de grandes obras de infraestructura.

Así, las mencionadas Actuaciones Aisladas consistirán en la realización de pequeñas obras de urbanización o de reforma de la existente que afecte a los frentes inmediatos de la parcela y que conecten directamente con el viario y redes de servicios colindantes y existentes.

No obstante, las áreas de suelo urbano así clasificadas por las antiguas NN.SS. que presentan déficit de servicios urbanísticos se agruparán en distintas Unidades de Actuación, de forma que se obligará a su desarrollo mediante Actuaciones Integradas, por ser la fórmula que garantiza una mayor calidad y homogeneidad de la obra urbanizadora. La delimitación de Unidades de Actuación, como no puede ser de otra forma, se realizará en los planos de alineaciones, por tanto, como contenido propio del Plan General.

Cada Unidad de Actuación configurará su propia área de reparto del aprovechamiento urbanístico asignado, delimitadas con los criterios que exige la LSRM, de forma que no exista una diferencia de aprovechamiento mayor o menor a un 15% en la misma área urbana homogénea (art. 170.3.b), esto es, en una misma zona de ordenación urbanística.

En cada Unidad de Actuación de suelo urbano serán exigibles las cesiones de aprovechamiento que exija la legislación vigente.

Será posible, si se estima conveniente en el ejercicio de las potestades discrecionales de actuación de las Corporaciones Locales, la aplicación del mecanismo de extracción o introducción de edificios consolidados previsto en las Normas Urbanísticas del presente PGMO, para aquellas parcelas consolidadas por la edificación y la urbanización y que se estime conveniente su conservación.

En este sentido, proponemos incluir la siguiente norma en el  PGMO:

“Los proyectos de redelimitación de Unidades de Actuación podrá redelimitar las Unidades de Actuación con la misma horquilla (+/- 10%), cuando tengan por finalidad extraer o introducir en la misma edificaciones existentes, que no se encuentren en algunos de los supuestos de “fuera de ordenación” que se establecen en las presentes Normas Urbanísticas, y que dispongan de todos los servicios urbanísticos, por tanto, para pasar al régimen de Actuaciones Aisladas”.

El PGMO posibilitará para todas las Unidades de Actuación la aplicación de un mecanismo de extracción o inclusión de edificios consolidados, en un claro ejercicio de las potestades discrecionales inherentes a las Administraciones Públicas planificadoras, en los supuestos en que, como este, la construcción normativa constitutiva de la potestad no ha  considerado posible ni pertinente ultimar el cuadro de condiciones de su ejercicio, por lo que deberá ser completado, cada vez y para cada caso, por la propia Administración a la vista de las circunstancias concretas concurrentes.

En otras palabras, el apoderamiento jurídico a la Administración incluye la facultad de integración, con elementos de su propia voluntad, del marco normativo determinante de la potestad.

La inclusión de esta norma urbanística en el PGMO se presenta como requisito necesario que otorgue cobertura legal a una actuación administrativa en el sentido que la norma expresa, ya que el ejercicio de potestades discrecionales por parte de la Administración no encuentra en sí misma el principio motor de su actividad, sino que la acción administrativa, para se válida, ha de tener no solo un fin (la consecución de intereses generales), sino también un fundamento, una base habilitante en el Ordenamiento Jurídico, que le otorgue la indispensable cobertura.

Así lo establece con rotundidad el Tribunal Supremo cuando señala – incluso para el ámbito de la acción discrecional – que el principio de legalidad, inmanente a nuestro Estado de Derecho, configura un régimen especial para la Administración, del que resulta no solo una capacidad de acción en más (por comparación con los sujetos de Derecho ordinarios), sino también en menos (en función de la imposición de condicionamientos formales y sustantivos STS de 7 de noviembre de 1977, Ar 4111). Régimen que, en definitiva, supone la exigencia – como presupuesto de la acción – de una norma habilitante que confiera la posibilidad de dicha acción (STS de 14 de julio de 1.978, Ar 2423).

Dicho de otro modo, el Derecho objetivo no solamente limita la actividad de la Administración, sino que condiciona a la existencia de una norma que permita esa actuación concreta, a la que en todo caso debe ajustarse. Expresado negativamente, lo dicho significa la imposibilidad para la Administración de producir efectos jurídicos válidos sin la necesaria base ordinamental. Todo poder de la Administración, pues, ha de traer su causa en una norma jurídica, pues – como apunta la STS de 3 de noviembre de 1.980., Ar 4252 – ni siquiera la discrecionalidad tiene origen en la inexistencia de normas aplicables.

En la aplicación de la norma antedicha, que conferirá al Ayuntamiento de Calasparra la posibilidad de decidir de forma discrecional sobre la inclusión o exclusión de determinadas edificaciones consolidadas en el ámbito de Actuaciones Integradas, entran en juego dos tipos o categorías de potestades administrativas reconocidas por la doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo, una de naturaleza innovativa y otra de carácter discrecional. Son, por ende, dos secuencias en el ejercicio de la discrecionalidad administrativa:

a) Aquella por la que se crea la norma habilitante de la actuación administrativa; la potestad normativa municipal.

b) La potestad discrecional que origina y requiere la aplicación de la norma antedicha a tenor de su carácter indeterminado; la subsunción de cada supuesto concreto en el género configurado previamente.

a) La potestad normativa municipal.

Y dentro de esta, la de planeamiento urbanístico, se configura como una potestad innovativa, caracterizada por su eficacia creadora o modificativa de las situaciones sobre las que incide (STS de 24 de noviembre de 1.984, Ar. 5758). Es el campo urbanístico el único donde claramente la autonomía pregonada en el artículo 140 de la Constitución Española se ha traducido en un reflejo sustantivo y no puramente formal a favor de la capacidad de acción y de la libre configuración normativa de los municipios.

Hoy se puede hablar de remunicipalización del urbanismo, ya que, si bien las tutelas formales en manos del Estado desaparecieron tras la Constitución de 1.978 y se transfirieron a las Comunidades Autónomas, después, el alcance sustantivo de las mismas ha quedado limitado por la evolución jurisprudencial y doctrinal producida tras la Ley Reguladora de Bases del Régimen Local, que marca un punto de inflexión en cuanto comienza un claro repliegue de la anterior tendencia preautonomista y una clara afirmación de la competencia urbanística como competencia municipal “natural” (STS de 13 de noviembre de 1.989, Ar. 8184), en conexión con la idea del interés propio de respectivo del Municipio de la primera doctrina municipal, a fin de salvaguardar un ámbito de verdadero desenvolvimiento de los Municipios.

Como se explica en el apartado relativo a la Clasificación del Suelo (que incluye una breve referencia a la doctrina jurisprudencial relativa a la distribución de competencias entre la Administración autonómica y la municipal en el campo del urbanismo), son los municipios los principales acreedores de esa competencia innovativa inherente a la planificación urbanística, a la luz de la jurisprudencia reseñada, y así lo recoge la Exposición de Motivos y el artículo 8 LSRM, quedando limitado el control autonómico de esa competencia “natural” de los Municipios, a un control de los aspectos reglados y, de los discrecionales, tan solo de aquellos que afectaran a intereses superiores a los del propio municipio.

b) La subsunción de cada supuesto concreto en el género configurado previamente.

Es hoy evidente que, en el campo urbanístico, existe el mayor margen de maniobra  para la libre configuración normativa por parte de los Municipios, en comparación con el existente en el resto de campos vinculados a competencias de aquellos. No es solo, en efecto, lo relevante de la extensión del objeto sobre el que se ha de regular, sino la intensidad atribuida al ejercicio de esa potestad.

En este sentido, no exagera nada la STS de 1 de diciembre de 1.988 (ar. 9708) cuando enfatiza:

“No ofrece dudas el carácter discrecional del planeamiento, que comporta un formidable poder en manos de la Administración municipal, puesto que, en definitiva, de dicha discrecionalidad depende el alcance concreto del derecho de propiedad a ejercer sobre cada parcela del territorio municipal.”

Es incuestionable que la Administración, en el ejercicio de sus facultades de planificación urbanística ostenta la prerrogativa del “ius variandi”, y esta prerrogativa concede a la Administración una libertad de actuación que, desde luego, no puede cubrir una actuación arbitraria o carente de lógica, puesto que tal libertad o facultad discrecional es el instrumento que ha de encauzar del modo más perfecto posible el logro de la satisfacción del interés general o público, que, en definitiva, es el elemento legitimador del ejercicio de esa discrecionalidad, y siempre en armonía con los intereses de los particulares, de modo que estos se vean afectados negativamente en la menor medida posible dentro de ese contexto de prevalencia del interés general.

Junto a ello, la vinculación del planificador a la Ley y al Derecho es el segundo principio, también de rango constitucional (art. 103.1 CE), íntimamente entrelazado con esa búsqueda del interés general, al que ha de atenerse toda la actividad de las Administraciones Públicas, y que se proyecta, no sólo en la necesidad de cumplimentar las prescripciones de la legislación sectorial respectiva, sino en atender a las exigencias del Derecho en toda su extensión.

De ellas destacan, ante todo, las derivadas de los principios generales consagrados en la misma Ley fundamental, y que aquí señalamos a título meramente enunciativo, ya que en definitiva se trata de una mera orientación  respecto a la futura aplicación de una norma concreta que, por su carácter indeterminado, ofrece una posibilidad de ejercicio de discrecionalidad administrativa.

En resumen:

· Las Normas Urbanísticas del PGMO establecerán la base legal que posibilitará la inclusión o exclusión de edificaciones consolidadas en el ámbito de Unidades de Actuación. Su inclusión en el PGMO responde a la potestad innovativa de planificación que la doctrina jurisprudencial reconoce a las Corporaciones Locales en el ejercicio de las competencias que la Constitución y la Legislación Urbanística y de Régimen Local le atribuyen en el ámbito urbanístico.

· De su tenor literal se abre un campo de discrecionalidad de la actuación municipal, siempre sujeta, como se ha dicho, no solo a la Ley sino también al Derecho en sentido amplio, es decir, con la aplicación de los principios fundamentales que deben regir toda actuación administrativa, de entre los cuales destacamos:

a) El principio de interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos y la necesidad de motivación de las determinaciones urbanísticas.

b) Los límites a la libertad de configuración por otros Principios Generales del Derecho, como son:

· El principio de vinculación por los hechos determinantes.

· El de vinculación a los propios actos.

· El principio de proporcionalidad.

· El de igualdad (aplicado al planeamiento urbanístico, como la necesidad de tratar igual situaciones iguales).

· El de seguridad jurídica.

· El de equidistribución.

· El de buena fe.

De su interpretación conjunta y cabal para cada supuesto concreto, deberá resultar una correcta aplicación de la normativa urbanística trascrita, como ya se ha dicho, en la búsqueda de la satisfacción del interés general o público, y siempre en armonía con los intereses particulares de modo que estos se vean afectados negativamente en la menor medida de lo posible, dentro de este contexto de prevalencia de intereses generales.

1.1.1.1.2. Suelo Urbano de Actividad Económica

Se trata de los suelos urbanos consolidados por la urbanización y la edificación; 3b y 3a según la clasificación establecida en las NN.SS., que en el avance del plan pasan a ser, en parte, suelo urbano residencial, para dar continuidad al suelo urbano residencial preexistente y facilitar el desplazamiento de las industrias a ubicaciones más alejadas del núcleo poblacional de Calasparra.

1.1.1.1.3. Suelo Urbano Núcleo Rural

El PGMO  clasifica como núcleos urbanos a Calasparra y a Valentín y como núcleos rurales a Las Reposaderas, Los Madriles, Los Marines, El Reolid, Los Milicianos de Arriba y de Abajo, la Palmera, Los Donates, La Ñora y el Caserío de La Estación de Calasparra, contemplados todos ellos en las NN.SS. Asimismo, también es suelo urbano Los Riñales.
Nos encontramos con un supuesto claro de los descritos en el artículo 63.4 LSRM; agrupaciones de viviendas  con viario e infraestructura común y relaciones propias de la vida comunitaria, constituyendo un asentamiento de población tradicional y especialmente vinculado a actividades del sector primario. Por tanto, por subsunción del supuesto de hecho en la norma jurídica, al considerarse todas las pedanías como “núcleos rurales”,  el PGMO  clasifica estos suelos como “urbano”.

El  PGMO, en un ejercicio de adaptación a los criterios de clasificación del suelo que establece la legislación urbanística, clasificará como suelo urbano consolidado aquellas edificaciones clandestinas que por su continuidad con la urbanización consolidada, merecen la consideración de suelo urbano.

Llegados a este punto, no es ocioso señalar como, aún cuando polémico, resulta totalmente ajustado a Derecho – en legítima utilización de la amplia libertad e configuración de la ordenación territorial que ostenta el planificador urbanístico – el hecho de hacer legal por modificaciones o revisión del planeamiento lo que nació de la ilegalidad, es decir, utilizar el “ius variandi” inherente a la potestad de planeamiento como mecanismo alternativo de restauración del orden urbanístico menoscabado por alguna actuación contraria a sus determinaciones.

Así, en supuestos en que se altera determinada alineación a fin de legalizar ciertas construcciones perfectamente legalizables con modificación  (STS de 26 de Junio de 1.995, Ar. 5030); o en otros supuestos en los cuales lo que se regulariza es una entera urbanización ilegal (SSTS de 5 de marzo de 1.997, Ar. 1660; y 25 de junio de 1.997, Ar. 1378). Es esta una facultad insita en la competencia urbanística natural del municipio, ligada íntimamente a su capacidad exclusiva para valorar lo más conveniente a los intereses estrictamente locales, por lo que la jurisprudencia no sólo la respalda sino que la salvaguarda de los impulsos expansionistas del control autonómico en la aprobación de los Planes.

A título ilustrativo, resulta oportuna la referencia al caso enjuiciado por la STS de 24 de abril de 1.996 (Ar. 3271), en torno a la determinación introducida por ciertas Normas Subsidiarias tendentes a legalizar una edificación preexistente, y a su supresión posterior por el órgano autonómico competente, el Tribunal supremo anula la decisión autonómica y restablece la determinación suprimida pues es “una decisión libre de la Corporación Municipal” que, si no incurre en infracción legal ni afecta a intereses supramunicipales “no puede ser contradicha por la Comunidad Autónoma, porque es el Ayuntamiento el que representa y define los intereses municipales”.

Más aún: producida la modificación del planeamiento que legaliza una infracción anterior, y habiéndose en su día tramitado el procedimiento de restauración del ordenamiento vulnerado, comprensivo de la orden de demolición de las obras en que aquella consistía, e incluso siendo firme la Sentencia que declara la procedencia de dicha demolición, el Tribunal Supremo no opone reparo a que se invoque la circunstancia de tal nuevo ordenamiento sobrevenido para frenar las consecuencias de su propio inapelable fallo (STS de 22 de enero de 1.988, Ar. 581). Hasta aquí llega la formidable virtualidad de la potestad normativa municipal en este terreno.

1.1.1.2. SUELO URBANIZABLE

1.1.1.2.1. Suelo Urbanizable de uso global Residencial.

El Plan General de Calasparra cumple la Ley; clasifica como suelo urbanizable todos aquellos suelos que carecen de los valores intrínsecos o condicionantes legales que los hagan merecedores de clasificarse como suelos urbanos o no urbanizables, lo que se viene denominando por la doctrina científica como el carácter “residual” del suelo urbanizable.

La razón es clara: a más suelo urbanizable, menos posibilidades de especular con el mismo, lo que en principio se supone que favorecerá la bajada del precio de repercusión y, finalmente, el precio final de la vivienda, tal y como señalan la exposición de motivos de la Ley 6/98, de 13 de abril, sobre Régimen del Suelo y Valoraciones (LSRV) y el Real Decreto 4/2000, de Medidas Liberalizadoras del Mercado del Suelo (RD 4/2000), a los que nos remitimos.

No obstante, no es esta una medida suficiente para el fin pretendido, pues lo que falta realmente en los municipios es suelo “urbanizado”, es decir, solares en donde construir.

Y es en este sentido hacia donde camina el Plan, pues no puede crear solares, pero si establecer las primeras condiciones que posibiliten la salida al mercado de suelo urbano: clasificar suelo urbanizable, con un aprovechamiento suficiente, y dotarlo de una normativa clara, sencilla y flexible, como único modo de garantizar su estabilidad temporal.

En el suelo urbanizable ”no sectorizado”, también resulta de aplicación la normativa relativa a los criterios de ordenación que deben cumplir los instrumentos de desarrollo. Esta categorización de suelo como “no sectorizado” incide de forma sustancial en su régimen jurídico, pues a efectos de aplicación del Impuesto sobre Bienes Inmuebles se valorará como “rústico”, y a efectos expropiatorios, se valora como “no urbanizable”, en aplicación de la legislación vigente, tal y como explicamos más abajo.

1.1.1.2.2. Suelo Urbanizable de uso global de Actividad Económica.

En aplicación del espíritu y letra de las LSRM y LSRV, en el PGMO de Calasparra el criterio “residual” es el que preside la clasificación del suelo urbanizable no sectorizado de Actividad Económica. El PGMO clasificará de esta forma todos aquellos suelos que por su ubicación, la ausencia de valores dignos de protección, las buenas comunicaciones, su proximidad a otros suelos ya industriales, su escasa vocación residencial... se consideran merecedores de un uso global de Actividad Económica, esto es, tanto suelos industriales como de usos terciarios.

En cuanto a la extensión del suelo de Actividad Económica, obedece a la hipótesis de la mayor propuesta de suelo como primera medida que incida en la bajada de los precios de repercusión, en la misma línea que la justificación del suelo urbanizable no sectorizado residencial, a cuya argumentación nos remitimos.

1.1.1.2.3. La sectorización del suelo urbanizable como elemento determinante de su régimen jurídico.

Los suelos urbanizables, según las LSRM y LSRV se dividen en dos categorías: sectorizado y no sectorizado.

La distinción, en principio obedece a las previsiones de desarrollo urbanístico: el suelo urbanizable sectorizado es aquel sobre el que ya se tiene decidido el ámbito concreto de ordenación mediante Plan Parcial o Especial. Por tanto, es el paso siguiente al de clasificación para la creación de suelo urbano. Es, por ende, el suelo que se presupone se va a poner en primer lugar en el mercado como suelo urbano, por otra parte, sin que esto implique que, necesariamente, deba desarrollarse con anterioridad al clasificado como “no sectorizado”.

Pero esta distinción entre urbanizables sectorizados y no sectorizados no acaba aquí, no es una simple determinación del ámbito de un sector de planeamiento derivado, sino que tiene importantes repercusiones en el estatuto jurídico de la propiedad del suelo.

Así, el Capítulo V de la LSRM abunda en la regulación de derechos y deberes de los propietarios de suelo urbanizable. A ellos nos remitimos.

En cuanto a la naturaleza rústica o urbana del suelo, a efectos catastrales – IBI – resulta de aplicación lo dispuesto por la Disposición Adicional Segunda de la LSRV, al señalar:


“Segunda. 


  A los solos efectos de los dispuesto en el artículo 62 de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, de acuerdo con la redacción otorgada por el artículo 21 de la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y de orden social, tendrán la consideración de urbanizables los terrenos que así clasifique el planeamiento y estén incluidos en sectores, así como el resto del suelo clasificado como urbanizable a partir del momento de aprobación del instrumento urbanístico que lo desarrolle.”

El artículo 62 de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales consideraba bienes inmuebles de naturaleza urbana los incluidos en suelo urbano, o en el susceptible de urbanización, en el urbanizable programado, o en el urbanizable no programado desde el momento en que se aprobare el PAU. Como el Real Decreto – Ley 5/1996, de 7 de junio (y, posteriormente al Ley 7/1997), suprimió la diferenciación entre el suelo urbanizable programado y el no programado, la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y de orden social (art. 21.1), dio nueva redacción al artículo 62 LRHL para sujetar a IBI “el suelo urbano, el declarado apto para urbanizar por Normas Subsidiarias, el urbanizable o asimilado por la legislación autonómica por contar con las facultades urbanísticas inherentes al suelo urbanizable en la legislación estatal”. Para sujetar al IBI el Suelo Urbanizable No Programado, clasificado como tal por el planeamiento vigente, la Disposición Transitoria Cuarta de la LMFAOS dispuso que “tendrán la consideración de suelo de naturaleza urbana aquellos terrenos clasificados como urbanizables no programados en el planeamiento que se encontrase vigente o en tramitación el 20 de junio de 1996, desde el momento en que se apruebe un PAU que incluya a los mismos.” 

Ahora, la LSRV - que en su Disposición Transitoria Primera, señala que el régimen urbanístico del suelo establecido en esta Ley será de aplicación desde la entrada en vigor de la misma a los planes y normas vigentes en dicho momento – diferencia en el suelo urbanizable dos categorías – equivalentes a las anteriores programado y no programado – según que el planeamiento general haya delimitado sectores o establecido condiciones para su desarrollo (suelo urbanizable sectorizado art. 16.1 LSRV), o no haya efectuado tal delimitación o establecido determinaciones quedando éste sujeto al régimen de suelo no urbanizable (art. 15 y 17 “in fine”); distinción que tiene su correspondencia en la regla de valoración de esta clase de suelo (art. 27). Por lo que, dada la asimilación del suelo urbanizable, apto para urbanizar y urbanizable no programado al suelo urbanizable de la LSRV, ésta se cuida de precisar (DA 2ª) que, a los efectos catastrales – IBI – tendrán la consideración de urbanizables los terrenos que así clasifique el planeamiento y estén incluidos en sectores, así como el resto del suelo urbanizable pero solo a partir del momento de aprobación del instrumento urbanístico que lo desarrolle.

De esta forma, el suelo urbanizable de Calasparra, en cuanto al régimen de valoraciones y a efectos catastrales, queda de la siguiente forma:

· Suelo Urbanizable Sectorizado: 

· A efectos de valoraciones,  como Suelo Urbanizable (art. 27.2 LSRV)

· A efectos catastrales, como Bienes Inmuebles de Naturaleza Urbana (D.A 2ª LSRV).

· Suelo Urbanizable No Sectorizado.

· A efectos de valoraciones, y hasta que se delimiten sectores o establezcan las condiciones para su desarrollo, como Suelo No Urbanizable (art. 26 en relación con el art. 27.1 de la  LSRV).

· A efectos catastrales, como Bienes Inmuebles de Naturaleza Rústica (D.A 2ª LSRV).

Por tanto, la legislación vigente recoge es valor puramente “especulativo” del suelo urbanizable, pero solo en el que se clasifica como urbanizable “sectorizado” y no así en el “no sectorizado”. Igualmente, como no puede ser de otra forma, a efectos del pago del IBI, el urbanizable “sectorizado” se valora como “urbano” y el no sectorizado como “no urbanizable”. Esto, claro, es solo en teoría. Cosa distinta es lo que puedan valorar los Tribunales para cada caso concreto cuando se impugne la valoración de una expropiación, en donde no es raro que se recoja el valor de mercado del suelo en base a consideraciones al margen de la legalidad vigente .Verbigracia: la tahulla que da frente a camino público y sobre la que habitualmente se construyen edificaciones ilegales, como naves industriales o viviendas, lo normal es que al valor del suelo agrícola se le sume la posibilidad de la edificación ilegal que se puede realizar y, si acaso, se le reste la futurible sanción o multa. Pues esto, por ser un valor “de mercado”, en muchos casos es reconocido por los Tribunales de Justicia.

Pues bien, el presente Avance de PGMO propone que los sistemas generales de comunicaciones pendientes de ejecución se clasifiquen como suelo urbanizable “no sectorizado”, ya que así: 1. se valorarán como suelo “no urbanizable” a efectos expropiatorios, en el supuesto de que alguna Administración (regional o local) decida la ejecución del vial a cargo de fondos públicos. En este caso, ese suelo no dará derecho a ningún aprovechamiento urbanístico y no será incluido en sectores a efectos de gestión urbanística del suelo.

Una vez se sectorice, se determinará su adscripción a algún sector, se valorará como suelo “urbanizable”, por tanto, generador de aprovechamiento urbanístico, a gestionar dentro de una Unidad de Actuación. Es entonces cuando se podrá utilizar, si están ordenados los sectores (art. 194.2 LSRM), el sistema de cesión previa al Ayuntamiento, obligatoria y gratuita, por el procedimiento de “ocupación directa”, con reserva del aprovechamiento urbanístico para los propietarios cedentes de suelo, o directamente incluirlos en alguna de las Unidades de Actuación que determine el planeamiento derivado que ordene el Sector.

1.1.1.3. Suelo No Urbanizable.

1.1.1.3.1. Suelo No Urbanizable de Protección Específica; el tratamiento de los  dominios públicos sectoriales.

Nos referimos a los dominios públicos del ferrocarril, las carreteras, vías pecuarias, aguas y demás suelos afectos al dominio público por legislación sectorial, esto es, la Ley que los regule (Ley de Carreteras, de Aguas, de Vías Pecuarias...). Su tratamiento es diferenciado según se trate de uno u otro.

En carreteras, o para ser más precisos, lo que el PGMO denomina como “Red Viaria”, diferenciamos tres categorías, según la Administración pública competente a la que “pertenezca” la vía: estatales, regionales y locales.

Se entiende por Red Viaria, por ende, cualquier vía asfaltada o camino afecto al dominio público por expropiación o cesión a la administración pública, así como las áreas de aparcamiento público. La Red Viaria la dividimos, por tanto, en dos categorías: Viario de Tránsito (RV) y Aparcamientos (AV).

Para las vías públicas existentes, se delimitan sus zonas de dominio público, esto es, en las carreteras estatales y regionales, el suelo que ha sido cedido y/o expropiado para la construcción de la vía. El resto del suelo podrá ser urbano, urbanizable o no urbanizable, pero siempre con aplicación de lo que establezca la legislación sectorial reguladora en cuanto a afecciones y servidumbres. Para la red viaria “propuesta”, el Plan señala una franja de reserva de carretera, de 50 metros, sobre la cual la Administración competente tendrá que hacer su proyecto de vial y determinar, por tanto, su dominio público. Su clasificación urbanística es la de suelo “no urbanizable”, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 65.2 (in fine) de la LSRM. No obstante, en el momento en que se ejecute la obra, esto es, cuando se haga el vial, y según el tenor literal del artículo 77.3 Párrafo segundo LSRM, se considera que automáticamente el resto de suelo afectado por la reserva pasará a tener la clasificación urbanística que el colindante (que será urbanizable o no urbanizable), por supuesto, con el cumplimiento de todas las limitaciones que impone la legislación sectorial vigente, pero también con todos los derechos que la Ley y el Planeamiento les otorga, si es suelo urbanizable, en cuanto a su inclusión en planeamientos de desarrollo y su gestión mediante Actuaciones Integradas, y si es suelo no urbanizable, con aplicación del régimen jurídico que establece la Ley y desarrolla el Plan.

En cuanto a las vías pecuarias y los cauces del dominio público de aguas (ramblas), habrá de estarse al “deslinde” que efectúen las administraciones competentes, siendo ese suelo afecto de forma automática, con el acto de deslinde, al dominio público, y así, con la clasificación urbanística de suelo “no urbanizable”, por aplicación del artículo 65.1 LSRM. Debe ponderarse en este punto que estos suelos (los cauces de ramblas y las vías pecuarias) son del dominio público desde tiempo inmemorial, y son los particulares los que han ido progresivamente invadiendo estos dominios con sus fincas, por lo que el acto de deslinde lo que hace es señalar el suelo afecto al dominio público, con independencia de los títulos de propiedad privada existentes sobre el mismo.

En el supuesto de que la Administración competente no haya efectuado el acto administrativo de deslinde, serán los planes de desarrollo los que deberán proponer el dominio público de aguas y el de vías pecuarias, y será la Administración sectorial competente la que informe sobre su idoneidad. El suelo que se considere dominio público de aguas o de vías pecuarias, por Ley, tendrá la clasificación de “no urbanizable”.

En el supuesto de vías pecuarias asfaltadas, el planeamiento de desarrollo podrá incluir la vía en las obras de urbanización, si bien, se estará en cada momento a lo que informe la administración competente.

1.1.1.3.2. De la interpretación y aplicación del Plan: es un documento de desarrollo de la Ley urbanística, estatal, sectorial  y los instrumentos de Ordenación Territorial vigentes.

Especial mención merece, por su trascendencia en la aplicación del presente documento, así como el esfuerzo realizado por este Equipo Redactor, la incardinación del Plan General, norma jurídica de naturaleza reglamentaria, en el complejo entramado de Leyes urbanísticas, estatales y sectoriales en vigor (Ver el apartado de “legislación vigente de aplicación al expediente”), de aplicación, por ser Ley, prevalente a lo que establezca el Plan, así como los instrumentos de ordenación territorial vigentes, igualmente de obligado cumplimiento por el Plan General en cumplimiento del principio de jerarquía de planeamiento.

En este estado de cosas, el presente trabajo ha querido romper con cierta práctica tradicional, que entendemos como vicios en la redacción de los Planes Generales, de transcribir (copiar) la normativa estatal, regional y sectorial vigentes en cada momento, como si fuera propia, ya que esto, en la práctica, crea graves problemas de interpretación del planeamiento, al plantearse la siguiente duda: ¿Debe considerarse vigente la norma de Plan General que copia una de rango superior cuando los hechos motivadores han cambiado, o cuando la norma ha perdido su vigencia?

Por bajar a la “arena” de los ejemplos, baste con los siguientes: Normas Subsidiarias que copian el TRLS 92 como si fuera normativa propia, sin hacer referencias a qué son materias que se regulan por reserva de Ley y cuales son las propias del Plan General. Una vez el TRLS 92 ha sido declarado inconstitucional y nulo por STC 61/97, y derogado por la LSRV, resulta evidente el esfuerzo interpretativo que hay que hacer para descifrar que parte de esas NN.SS. son normativa propia de Plan General y cual es una simple remisión al TRLS 92 y, por ende, debe considerarse derogada. Hay que conocer bien las materias sobre las que opera reserva de Ley, el campo de acción del planificador y sus límites, para que ese texto normativo pueda seguir siendo aplicable. En cualquier caso, un grave atentado a la indispensable “seguridad jurídica” que, como principio general del Derecho Administrativo, actúa como garante para los administrados.

Otro ejemplo al uso: planos de ordenación que establecen las servidumbres de protección y límites de edificación en carreteras estatales y regionales. En aquellos supuestos en que la carretera se transfiera al Ayuntamiento para su consideración como vía urbana, parece evidente, en una interpretación teleológica de la norma, que tales límites pierden su vigencia, si bien, la literalidad y la seguridad jurídica parecen indicar que seguirán vigentes tales límites hasta que, en su caso, se modifique el planeamiento.

Pues bien, es intención de este Equipo Redactor que tales problemas no surjan en la aplicación del presente PGMO, ni con la legislación aplicable ni con los instrumentos de ordenación territorial vigentes. Para ello, exponemos el siguiente criterio interpretativo: todas aquellas materias sobre las que opera reserva de ley debe entenderse, como no puede ser de otra forma, que será lo que diga la legislación vigente en cada momento. Igualmente, si cambian las circunstancias de hecho, determinantes de un concreto Régimen Jurídico, serán los hechos determinantes los que justifiquen la normativa de aplicación. Verbigracia: en el supuesto de la carretera que pasa a ser titularidad municipal, dejarán de estar vigentes las limitaciones que el PGMO establezca en aplicación de la legislación de carreteras.

Directrices definitorias de la estrategia de evolución urbana y ocupación del territorio (DEUT).
Constituyen el primer elemento integrante de la Ordenación y pretenden exponer racionalmente los objetivos de evolución urbana prevista en el Plan General, su modelo territorial, con el objetivo de, por un lado, dotar del máximo de racionalidad a su contenido y propuesta, y por otro lado, establecer el marco adecuado que permita la interpretación globalizada del conjunto de sus determinaciones, definiendo el esquema básico que asienta al planeamiento y vertebra su coherencia como sistema. La estrategia de evolución urbana es, en definitiva, el modelo territorial que se propone y que debe ser mantenido a lo largo de la vigencia del planeamiento. 

Estas directrices definitorias de la estrategia de evolución urbana y ocupación del territorio tienen un indudable parangón con  los  “fines y objetivos de su promulgación” que el artículo 93 del Reglamento de Planeamiento exige como punto a desarrollar en la Memoria de las Normas Subsidiarias, así como con “el modelo de desarrollo elegido y descripción de la ordenación propuesta” y con los “objetivos y criterios de la ordenación del territorio” que el artículo 38 del RPU exige para los Planes Generales.

La adopción de ese modelo habrá de realizarse proponiendo las fórmulas más racionales de uso del suelo, definiendo un modelo territorial municipal siempre acorde con el contexto supramunicipal y con los planes de ordenación territorial aplicables. Por tanto, el modelo territorial a adoptar es algo que debe ser pactado previamente con el órgano autonómico, sin renuncia al efectivo ejercicio de las competencias municipales, máxime cuando  en el momento de aprobación definitiva del Plan General, esta cuestión es objeto de especial atención. En efecto, la corrección de esta propuesta será revisada por el órgano autonómico correspondiente, siendo uno de los puntos que expresamente puede ser objeto de reparos por la Comunidad Autónoma, a la luz de la jurisprudencia constitucional y del Tribunal Supremo sobre la distribución de competencias en el campo del urbanismo entre los Ayuntamientos y las Comunidades Autónomas, como más adelante se verá, ya que debe garantizarse que el modelo de crecimiento escogido por el Municipio respeta el equilibrio urbanístico del territorio, sin agotar sus recursos, ni saturar las infraestructuras supramunicipales o desvirtuar la función que le es propia.

Como no puede ser de otra forma, la plena operatividad de estas directrices requiere su parquedad y sencillez, esto es, mandatos claros y precisos que establezcan los criterios a observar por el planeamiento y su ulterior desarrollo de manera inequívoca, de ahí que su extensión sea la adecuada, mínima.

1.1.1.4. Crear las infraestructuras necesarias para consolidar el plano radioconcentrico de la ciudad.

Solamente desde una reflexión racional es posible analizar el papel determinante jugado por las infraestructuras como soporte de cualquier tipo de desarrollo.

La morfología del casco urbano está determinada por las principales vías de comunicación  que unen Calasparra con el resto de la Región, que conduce inevitablemente a un modelo RADIAL.

Sin embargo este esquema, válido desde que los romanos con sus vías hicieron factible el transporte de personas y mercancías entre las diversas ciudades de su enorme imperio, debe de adaptarse a las cada vez más complejas interrelaciones en los flujos de comunicaciones, que demandan una especialización de cada tipo de infraestructuras a las necesidades de la demanda.

Por tanto es necesario JERARQUIZAR las principales vías de comunicación, en función del papel que deben jugar en un modelo integral y sensato de utilización de los recursos territoriales.

No obstante, y a nivel estrictamente local, se propone un esquema alternativo al radial, la disposición en MALLA del plano ortogonal, reticular o hipodámico  (Hipódamo ideó del plano ortogonal de la ciudad helénica) que permite adaptarse mejor a las alteraciones temporales que inevitablemente se producen en todo el proceso de planificación prospectivo, y que una vez concluido es mucho menos colapsable, cuyo paradigma sería el ensanche de Cerdá, esquema longevo por definición.

1.1.1.5. Compatibilizar el desarrollo urbanístico con la preservación del medio ambiente: un desarrollo sostenible.

El Plan preservará del proceso urbanizador una parte importante del Término Municipal, por múltiples razones, desde las medio ambientales hasta las meramente economicistas, ya que el modelo propuesto se basa en la experiencia contrastada de evaluar la vigencia de los Planes Generales de nuestro entorno, llegándose fácilmente a los veinte años de existencia.

Esto tiene explicación al sumar a la programación de los propios documentos, los traumáticos procesos de revisión, lo que ha llevado a los redactores de la LSRM, a proponer la inteligente solución de arbitrar la vigencia indefinida de los mismos.

Sin embargo, la aplicación de esta premisa sólo es viable si el agotamiento del modelo se produce a largo plazo, a nuestro modo de entender unos 25 años como mínimo.

Por tanto, las hipótesis de crecimiento son lo suficientemente generosas para sentar las bases estables de la planificación, para que en una economía de mercado el factor suelo no sea el determinante del resultado final, sino unas inteligentes políticas de ocupación del territorio cuyos recursos son limitados, legando a las futuras generaciones un ecosistema de espacios vírgenes que permita que aquellas puedan planificar su futuro con el mínimo de impedimentos.

1.1.1.6.  Permitir el desarrollo de cualquier sector económico, excepto la industria pesada o contaminante, en los suelos ordenados.

El Plan debe proponer un marco normativo claro, sencillo y flexible, única manera de garantizar su estabilidad temporal, y es por ello que permitirá que cualquier sector de la economía se pueda desarrollar, con la sola excepción de la industria pesada o contaminante, cosa por otra parte harto improbable, pero que desde el Plan se imposibilitará, ya que es incompatible con los usos residenciales y terciarios, por los que se apuesta como punta de lanza no sólo de la economía local sino comarcal y provincial.

No obstante, cualquier otra industria tendrá posibilidades de implantación en los suelos de “Actividad Económica”, mejorando sus condiciones de accesibilidad, y sobre todo minimizando las molestias causadas en el entorno urbano por los actuales emplazamientos.

1.1.1.7. Conservación del Patrimonio natural, paisajístico, arqueológico y ambiental, incorporándolos en un modelo territorial claro, coherente, garantizando que no se desvirtúen los valores históricos acumulados a lo largo del tiempo por la población.

El Plan compatibilizará la protección del territorio y la previsión de futuros crecimientos importantes de los desarrollos urbanos, que solo se producirán si van acompañados de las adecuadas infraestructuras, dotaciones y equipamientos, insertos en un esquema global (Sistemas Generales) de desarrollo a largo plazo.

Por tanto es una garantía para la conservación del patrimonio natural, paisajístico, arqueológico y ambiental, el que los futuros desarrollos se implanten en  suelos de escaso valor ambiental y/o antropizados, con las adecuadas cautelas de protección de vestigios que pudieran albergar de pasados asentamientos humanos.
1.1.1.8. Previsión de los necesarios aprovechamientos lucrativos en cada sector de desarrollo, que hagan viable el modelo de desarrollo propuesto.

El Plan otorgará unos aprovechamientos urbanísticos a los suelos urbanizables que garanticen la viabilidad económica para los agentes urbanizadores privados, así como los elementos de control del valor del suelo que detectan rápidamente las distorsiones causadas por las expectativas ajenas a la realidad inmobiliaria de las leyes del implacable mercado.

1.1.1.9.  Simplificar la carga normativa y, por ende, la gestión del Plan, siendo fácilmente comprensible, aplicable y respetable, es decir, asumible por los agentes intervinientes en el proceso urbanizador y en última instancia por toda la población.


La documentación del Plan se fundamentará en el soporte gráfico, digitalizado, pretendiendo ser el contrapunto de las planificaciones normativas, rápidamente obsoletas en el cambiante marco legal en el que estamos inmersos, y que no es más que la vuelta a los orígenes del urbanismo clásico, el dibujado frente al escrito, el positivista que imagina soluciones espaciales contra el texto coercitivo en clave negativa.

No obstante, no se debe renunciar, evidentemente, a todos los estudios interdisciplinares necesarios para tomar las decisiones más adecuadas en cada situación concreta, pero sin olvidar que en último término el urbanismo debe ser “proyectado” previamente a ser “ejecutado”.

Por esto, completará el Plan el texto normativo imprescindible, abogando por referenciar al máximo las Leyes, Reglamentos, Normas, Ordenanzas, de obligado cumplimiento o rango generalista, de rápida obsolescencia, y que sirva para alcanzar una difusión lo más sencilla posible, menos localista y por tanto más fácilmente comprensible, aplicable y respetable, es decir, asumible por los agentes intervinientes en el proceso urbanizador y en última instancia por toda la población.

Un Plan estable y longevo es una garantía de futuro para una ciudad.

CLASIFICACIÓN DEL SUELO Y RÉGIMEN DE POTESTADES.

La clasificación del suelo como técnica de asignación de un régimen determinado según sea el caso, a todo el suelo que integra el territorio municipal, constituye por su propia naturaleza el ámbito de decisión de mayor trascendencia a la hora de formulación del planeamiento general. Trascendencia que implica, como no podía ser de otra manera, el pleno ejercicio de las potestades constitucionalmente encomendadas por la legislación a los Ayuntamientos.

Este ámbito competencial es declarado expresamente en la Exposición de Motivos de Ley 1/2001, de 24 de abril, del Suelo de la Región de Murcia, en los siguientes términos:

 “Cinco.

Como principios básicos inspiradores de la Ley, con independencia de los ya señalados anteriormente, y en lo que se refiere a la instrumentación de los distintos institutos hemos de señalar en primer lugar el reconocimiento de la autonomía municipal, otorgándole a los Ayuntamientos las competencias en materia de urbanismo, quedando reservadas para la Comunidad Autónoma exclusivamente las que se refieren al control de la legalidad y de interés supramunicipal; manteniendo así la doctrina fijada tanto por el Tribunal Supremo  como por el Tribunal Constitucional, haciendo desaparecer también la distinción entre Ayuntamientos con más o menos población a la hora del reconocimiento de facultades.”

El planteamiento de la Exposición de Motivos es claro; reconoce a la política urbanística municipal un papel preponderante en el campo del urbanismo. 

El poder público municipal, como expresión democrática de la colectividad local, con autonomía constitucionalmente garantizada, no puede seguir siendo, en nuestro contexto constitucional, un mero agente gestor de un régimen reglado de decisiones urbanísticas planificadas por poderes supralocales. Ese papel estrictamente ejecutor de decisiones urbanísticas ajenas, que asigna a los municipios la legislación urbanística estatal, hoy de aplicación supletoria, (TRLS 76, RGU; RPU y RDU) es, por inadecuación al actual contexto institucional, el origen de multitud de conflictos que se han venido produciendo tanto en las relaciones interinstitucionales como en las relaciones jurídicas entre municipios y particulares.

El ordenamiento jurídico vigente en la actualidad, incrementado por la Jurisprudencia, asigna la competencia en materia de ordenación, gestión y policía urbanística a los Ayuntamientos, no el papel de mero gestor de decisiones adoptadas por otras instancias.

Así, la Ley 7/1985 Reguladora de las Bases del Régimen Local, en su artículo 25.2.d), asigna a los Municipios la competencia en materia de “Ordenación, gestión, ejecución y disciplina urbanística; promoción y gestión de viviendas; parques y jardines, pavimentación de vías públicas urbanas y conservación de caminos y vías rurales”. Estas competencias se encuentran tuteladas en La Constitución en sus artículos 137 y 140, que proclaman su “... autonomía para gestión de sus respectivos intereses”.

Esta asignación competencial debe ser puesta en relación y equilibrio con lo dispuesto por el artículo 10.1.b) del Estatuto de Autonomía de la Región de Murcia y el artículo 148.1.3º de La Constitución.

La importante Sentencia de la Sala 3ª del Tribunal Supremo, de 13 de julio de 1.990 ( y 30 de enero de 1.991), aborda el principio de autonomía municipal traducida al campo del derecho urbanístico tras la promulgación del texto constitucional vigente.

Así dice el Tribunal Supremo:


“Ciertamente los artículos 41 del Texto Refundido de la Ley del Suelo y 132 del Reglamento de Planeamiento configuran la aprobación definitiva como resultado del estudio del Plan  “en todos sus aspectos”, tanto los reglados como los de oportunidad o discrecionales, pero es claro que este criterio preconstitucional ha de ser entendido a la luz de las exigencias de la autonomía municipal – sentencias de 14 de marzo y 18 de julio de 1.988 – proclamado en los artículos 137 y 140 de la Constitución de todo el ordenamiento jurídico – artículo 5.1. de la Ley Orgánica del Poder Judicial principio este que opera con una especial intensidad respecto de las normas anteriores a la Constitución”. 

Ya en este punto debe recordarse que la Constitución atribuye a los municipios autonomía “para la gestión de sus respectivos intereses”. Esta es su finalidad y objeto y por tanto la base de al autonomía: a) positivamente, la autonomía municipal significa un derecho a la comunidad local a la participación, a través de órganos propios, en el gobierno y administración de cuantos asuntos le atañen, graduándose la intensidad de esta participación en función de la relación entre los intereses local y supralocales dentro de tales materias o asuntos – sentencias del Tribunal Constitucional de 28 de julio 32/81 -, b) negativamente es de indicar que la autonomía no se garantiza por la Constitución, como es obvio, para incidir de forma negativa sobre los intereses generales de la nación o de otros intereses generales distintos a los propios de la entidad local.

Y así las cosas, resulta claro que la diversidad de intereses presente en el campo del urbanismo hacen de la potestad de planeamiento una potestad de titularidad compartida para los municipios y las Comunidades Autónomas – sentencias de 20 de marzo, 10 y 30 de abril, 2 y 9 de julio de 1.990, etc.- su actuación se lleva a cabo a través de un procedimiento bifásico en el que a la aprobación provisional del municipio, en lo que ahora importa, siguen en el tiempo la definitiva de la Administración.

Partiendo de la base de que “en la relación entre el interés local y el supralocal es claramente predominante éste – sentencia del Tribunal Constitucional 179/89, de 29 de octubre- queda plenamente justificado que, en el aspecto temporal la decisión autonómica se produzca con posterioridad a la municipal y que, en el aspecto sustantivo, aquélla haya de contemplar el plan no solo en sus aspectos reglados sino también en los discrecionales que por  su conexión con intereses supralocales hayan de ser valorados para asegurar una coherencia presidida por la prevalencia de tales intereses superiores”.

La misma sentencia antes aludida aborda el trascendental tema de los límites de las potestades de control de la Comunidad Autónoma al aprobar definitivamente los planeamientos municipales que le son remitidos.

Así señala la Sentencia:

“Y cuando la alusión que acaba de hacerse a la conexión de los intereses locales y supralocales, es de señalar que una acomodación del artículo 41 del Texto Refundido al principio constitucional de la autonomía municipal ha de concretar la extensión del control de la Comunidad Autónoma en el momento de la aprobación definitiva del planeamiento en los siguientes términos:”

A) Aspectos reglados del planeamiento: control pleno de la Comunidad con una matización para el supuesto de que entren en juego conceptos jurídicos indeterminados – es bien sabido que éstos admiten una única solución justa y que por tanto integran criterios reglados -:

a) Si la determinación del planeamiento que se contempla no incide en aspectos de interés supralocal o el margen de apreciación que tales conceptos implican corresponde a la Administración municipal.

b) Si el punto ordenado por el planeamiento afecta a intereses superiores ese margen de apreciación se atribuye a la Comunidad

B) Aspectos discrecionales.


También aquí es necesaria aquella subdistinción.

a) Determinaciones del planeamiento que no inciden en materias de interés comunitario. Dado que aquí el plan traza el entorno físico de una convivencia puramente local y sin trascendencia para intereses superiores ha de calificarse como norma estrictamente municipal y por tanto:

·  Serán, sí, viables los controles tendentes a evitar la vulneración de las exigencias del principio de interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos tal como en este terreno viene concretando la jurisprudencia – sentencias de 1 y 15 de diciembre de 1.986, 19 de mayo y 11 de julio de 1.987, 18 de julio de 1.988, 23 de enero y 17 de junio de 1.989, 20 de marzo, 30 de abril y 4 de mayo de 1.990, etc.-

· No serán en cambio admisibles revisiones de pura oportunidad: en este terreno ha de prevalecer el modelo físico que dibuja el municipio con la legitimación democrática de que le dota la participación ciudadana que se produce en el curso del procedimiento.

b) Determinaciones del planeamiento que tienen conexión con algún aspecto de un modelo territorial superior: además de lo ya dicho antes en el apartado a’), aquí, dado que “en relación entre el interés local y el supralocal es claramente predominante este último” – sentencia ya citada del Tribunal Constitucional 170/89 – resulta admisible un control de oportunidad en el que prevalece la apreciación comunitaria”.  


El cuadro resultante, por tanto, es el siguiente:

a) Aspectos reglados del Plan: control pleno de la Comunidad, aunque matizaciones respecto de los conceptos jurídicos indeterminados.

b) Aspectos o determinaciones de oportunidad o discrecionales: competencia plena municipal, salvo arbitrariedades, en materias de interés local. En materias de interés supralocal, el control es de la Comunidad.

Resulta obvio, por tanto, que el señalamiento de las expectativas de crecimiento o expansión, la clasificación del suelo y la definición del modelo territorial del municipio, corresponden a los municipios.

En coherencia con lo dicho, es preciso acudir a la jurisprudencia del TC en la sentencia de 28 de julio de 1.981, sobre la Ley de Diputaciones catalanas, que se ha servido de la doctrina de la garantía institucional para defender un núcleo de la autonomía local indisponible, incluso, para el legislador ordinario. Razona el Tribunal que:

"... el orden jurídico-político establecido por la Constitución asegura la existencia de determinadas instituciones a las que se considera como componentes esenciales y cuya preservación se juzga indispensable para asegurar los principios constitucionales, estableciendo en ellas un núcleo o reducto indisponible por el legislador".

Añadiendo: 

"no cabe establecer a priori cuál es el límite constitucional de la reestructuración de las autonomías locales, pero las autonomías garantizadas no pueden ser abolidas, pues la protección que la Constitución les otorga desborda con mucho de la simple remisión a la ley ordinaria en orden a la regulación de sus competencias. 

El legislador puede disminuir o acrecentar las competencias hoy existentes, pero no eliminarlas por entero, y, lo que es más, el debilitamiento de su contenido sólo puede hacerse con razón suficiente y nunca en daño del principio de autonomía que es uno de los principios estructurales básicos de nuestra Constitución".

En esta línea el TC, sentencia de 2 de febrero de 1.981, ha vinculado los conceptos autonomía - gestión respectivos intereses- competencias, y, en base a ellos, ha establecido que:

"... la gestión de los respectivos intereses exige dotar a cada Ente de todas las competencias propias y exclusivas que sean necesarias para satisfacer el interés respectivo" y que "la autonomía garantizada a cada Entidad lo es en función del respectivo interés, en este caso el interés del municipio. Por otra parte, es evidente que la gestión de intereses propios exige, de un lado, una autonomía para poder gestionarlos y, del otro, unas competencias para alcanzar los fines que se pretenden".

En el mismo sentido se manifiesta la sentencia del TC de 23 de diciembre de 1.982:

"La determinación de cuáles sean estos intereses es obra de la Ley que las atribuye, en consecuencia, competencias propias, pero que, en todo caso, debe respetar la autonomía y, como sustrato inexcusable de éstas, reconocerles personalidad propia".

Es decir, la reducción de la capacidad de decisión de los Entes locales en la gestión de sus respectivos intereses tiene un límite, a partir del cual se afectaría a la garantía institucional de aquellos. 

Esta garantía de autonomía a los municipios en la gestión de sus propios intereses está reconocida en el artículo 1 de la Ley de Bases del Régimen Local.

En la citada S.T.C. de 28 de julio de 1.981, se establece:

"Dicha garantía (institucional) es desconocida cuando la institución es limitada, de tal modo que se la priva prácticamente de sus posibilidades de existencia real como institución para convertirse en un simple nombre".

En este sentido se manifiesta la S.T.C. de 2 de febrero de 1.981:

"... Posición de superioridad que permite afirmar -como admiten expresamente los recurrentes y se admite en el Derecho comparado- que el principio de autonomía es compatible con la existencia de un control de legalidad sobre el ejercicio de las competencias, si bien entendemos que no se ajusta a tal principio la previsión de controles genéricos e indeterminados que sitúen a las entidades locales en una posición de subordinación o dependencia cuasi jerárquica de la Administración del Estado u otras entidades territoriales. 

En todo caso, los controles de carácter puntual habrán de referirse normalmente a supuestos en que el ejercicio de las competencias de la entidad local incidan en intereses generales concurrentes con los propios de la entidad, sean del municipio, la provincia, la Comunidad Autónoma o el Estado".

La presente propuesta de clasificaciones del suelo se concreta como sigue: 

· Suelo Urbano: 2.406.382 m2

· Suelo Urbanizable: 12.965.785,46 m2

· Suelo No Urbanizable: 177.691.883,54 m2

1.1.1.10.  Suelo Urbano.

El suelo urbano que se pretende incorporar al Plan General lo integrarán los suelos ya urbanizados conforme al planeamiento del que traen causa: Normas Subsidiarias, Planes Parciales y Estudios de Detalle ya ejecutados…,  así como otros no urbanizados pero inmersos en una trama urbana altamente consolidada por la edificación, cuya ordenación, por ser “urbanos”,  se llevará a efecto desde el Plan General, y respetándose en todo caso las condiciones que para tal clasificación exige la legislación vigente;   los art. 8 de la LSRV y 62 de la  LSRM.

Dice el art.8 de la LSRV:

“Tendrán la consideración de suelo urbano, a los efectos de esta Ley:


a) El suelo ya transformado por contar, como mínimo, con acceso rodado, abastecimiento de agua, evacuación de aguas y suministro de energía eléctrica o por estar consolidados por la edificación en la forma y con las  características que establezca la legislación urbanística.

b) Los terrenos que en ejecución del planeamiento hayan sido urbanizados de acuerdo con el mismo.”

Por su parte, la LSRM señala en su art. 62 lo siguiente:

“1. Constituirán el suelo urbano las áreas ya transformadas que el planeamiento urbanístico general clasifique como tal por:

a) Disponer de acceso rodado y de los servicios de abastecimiento y evacuación de aguas y suministro de energía eléctrica, debiendo tener estos servicios características adecuadas para servir a la edificación existente o prevista por el Plan.

b) Estar consolidadas por la edificación  en cuantía superior a las dos terceras partes de la superficie apta para la misma, según la ordenación establecida por el Plan.

2. También tendrán la consideración de suelo urbano los sectores que, en ejecución del planeamiento, sean urbanizados de acuerdo con el mismo.”

Como puede observarse, la legislación vigente parece que se refuerza el carácter fáctico del suelo urbano (al establecerse que es el suelo “ya transformado”), pero a través de un concepto jurídico indeterminado que, precisamente, se determina en cada caso en función del cumplimiento del resto de los requisitos objetivos exigidos, con lo que, en la práctica, no se ha producido una variación conceptual sobre la anterior legislación urbanística.

Tanto al LSRV como la LSRM se limitan a exigir la existencia de los cuatro servicios de la urbanización básica: acceso rodado, abastecimiento de agua, evacuación de aguas y suministro de energía eléctrica, en lo que podríamos denominar como el criterio de su GRADO DE URBANIZACIÓN, se entiende, con capacidad suficiente para la edificación, población o actividades existentes o que existirán con la ejecución del planeamiento.

De otro lado, se establece lo que comúnmente se ha considerado por la doctrina como otra “categoría” de suelo urbano; según el art. 8 de la LSRV, aquel “consolidado por la edificación en la forma y con las características que establezca la legislación urbanística”, que podríamos denominar como el criterio de GRADO DE CONSOLIDACIÓN, y que, tal y como está redactado el citado artículo, supone establecer una norma “en blanco”, haciendo una remisión expresa y  total a la legislación urbanística, en nuestro caso, el trascrito art. 62.1.b) de la LSRM, donde el grado de consolidación por la edificación será de dos terceras partes de la superficie del área correspondiente en la forma que el plan determine, lo que además lleva una regulación reglamentaria (la del planeamiento).

En su virtud, la propuesta de suelo urbano incluye los terrenos cuyo grado de urbanización permite su desarrollo en Actuaciones Aisladas, constituyendo así el suelo urbano “consolidado por la urbanización” y los que requieren de desarrollo mediante Actuaciones Integradas, que serán  el suelo urbano “consolidado por la edificación” (Unidades de Actuación), y cuya ubicación se delimita perfectamente en los planos de clasificación del suelo del presente Avance de planeamiento, como punto de partida para su posterior categorización y ordenación por el Plan General.

Estos suelos urbanos “consolidados por la edificación” serán aquellos suelos ya clasificados como urbanos o urbanizables en las vigentes Normas Subsidiarias, con carencia o manifiesta insuficiencia de servicios urbanísticos y evidencia de necesidad o conveniencia de desarrollo mediante Actuaciones Integradas, cuya nota más destacada es la obligatoriedad de gestión por Unidades de Actuación, que permitan la obtención obligatoria y gratuita de suelos dotacionales por el Ayuntamiento, su ejecución a cargo de la propiedad del suelo, así como una equidistribución de beneficios y cargas de planeamiento por la propiedad afecta por la actuación urbanística. No obstante, y como ya se ha dicho, la delimitación concreta de los ámbitos de las actuaciones integradas se pospone a la necesaria ordenación pormenorizada del suelo urbano, que no es objeto del presente Avance de planeamiento.

En cuanto al régimen urbanístico de una y otra categoría de suelo urbano (consolidado por la urbanización y consolidado por la edificación) resulta de aplicación lo dispuesto al respecto en los artículos 12, 13 y 14 de la LSRV, como legislación básica, así como, en su desarrollo, los artículos 67 a 73 de la LSRM. A ellos nos remitimos.

1.1.1.11. Suelo No Urbanizable.

El suelo No Urbanizable que se propone en el presente Avance de Planeamiento, se hace partiendo de un concepto positivo del mismo, de manera que no se define como mera negación residual del urbanizable, sino realizando las funciones sociales, ciertamente variadas, que puede cumplir la exclusión de un terreno del proceso urbanizador y que, conviene sean formalmente explicitadas y, desde luego, tuteladas.

Consecuentemente, el estatuto dominical de este suelo - que se definirá en unas Normas Urbanísticas específicas de usos y actividades para suelo no urbanizable - que no forman parte del contenido de este Avance, si bien será incorporadas al texto definitivo - no puede ceñirse a las simples prohibiciones de hacer o actuar, debe implicar, además, obligaciones positivas o activas tendentes a la conservación del territorio en condiciones adecuadas.

Estas medidas de protección constituirán el estatuto específico de cada una de las categorías de suelo no urbanizable (Protección Agrícola, Protección Ambiental…) que el planeamiento, coordinadamente con la legislación sectorial y modulando los valores concretos a conservar, establezca.

La regulación de las facultades y derechos de los propietarios se diseñará tomando, tan solo, aquellos trazos y perfiles de lo que se considera admisible en el régimen común y sean plenamente compatibles con los valores merecedores de protección, esto es, las facultades de usar el terreno conforme a su destino natural, realizando actividades primarias de carácter agrario o similar, como derecho directamente reconocido por Ley, sin otras limitaciones que las derivadas del Derecho Civil o Administrativo especial, y un segundo plano, que lo constituyen las facultades precisas para realizar obras o edificaciones que, excediendo de la actividad antes indicada, presente un cariz urbanístico. Este segundo grupo de facultades no es otorgado directamente por Ley sino que requieren, en cada caso, su previa atribución por la ordenación urbanística, y que en Calasparra se hará de forma restrictiva, y siempre que se garantice su plena compatibilidad con los valores protegidos en presencia.

La clasificación propuesta obedece al mandato del artículo 9 de la LSRV, y el art. 65 de la LSRM,  que establecen un nuevo concepto y delimitación del suelo no urbanizable y del suelo urbanizable respecto a la legislación estatal preexistente.

Para finalizar, no resulta ocioso, a modo de glosa,  una breve referencia  a los antecedentes de la tantas veces citada LSRV, en cuanto a las cualidades que motivan la clasificación del suelo, cuyas modificaciones respecto a la legislación estatal preexistente han sido de gran importancia, como se podrá comprobar a continuación.

Sin remontar la atención al denominado suelo de reserva urbana regulado en la LS 56, en el TRLS 76 y en el TRLS 92, la delimitación del suelo urbanizable era una decisión discrecional, voluntarista, del instrumento de planeamiento general, en función de las previsiones de expansión estimadas por éste a partir de los objetivos fijados para la elaboración del mismo, de las cuales se deducían las necesidades de suelo para la residencia, industria u otros usos, que el redactor – aprobador del plan preveían o consideraban deseables.

Por su parte, el TRLS 92, declarado inconstitucional por STC 61/97  y posteriormente derogado por la D.D. Única de la LSRV  (a excepción de poco más de cincuenta artículos) no establecía ninguna regulación respecto de la clasificación de los terrenos como suelo urbanizable, por lo que en la LS 92 la regulación es análoga a la que se establecía en el art. 11.1 TRLS 76. Es decir, se reitera que el suelo urbanizable era voluntarista, discrecional, por determinación positiva del Plan.

Los trabajos de la Comisión de Expertos de Urbanismo ya señalaron la inadecuación de que el suelo urbanizable fuera el estrictamente señalado por el Plan, lo que podría llevar a un monopolio u oligopolio del mismo con sus negativas consecuencias sobre el precio del suelo y el de la vivienda.

El Real Decreto – Ley 5/1996, de 7 de junio, y la consecuente Ley 7/1997, de 14 de abril, establecieron la eliminación de la diferenciación entre el suelo urbanizable programado, suelo urbanizable no programado y suelo apto para urbanizar, con la intención de ampliar la cantidad de suelo urbanizable y la posibilidad de su rápida actuación. 

La LSRV, que surge a raíz de la STC 61/97, que declara  inconstitucionales y nulos todos los preceptos de aplicación supletoria del TRLS 92, así como muchos de carácter básico y de aplicación plena, trata de poner las bases de un sistema estable en el ordenamiento jurídico – urbanístico español, y establece, como uno de sus objetivos, el aumento del suelo urbanizable con la esperanza de que si existe más suelo urbanizable clasificado como tal, descenderá el precio del suelo y, por tanto, el precio de la vivienda.

Para conseguir esta finalidad se partía en sus redacciones iniciales de que en todos los municipios españoles sería suelo urbanizable la mayor parte del suelo del término municipal, de tal forma que si a la totalidad del término se le restase el suelo clasificado como urbano (en general una pequeña porción del total) y el suelo clasificado como no urbanizable (por estar estrictamente protegido o ser objetivamente inadecuado, por riesgos naturales, servidumbres de domino público, etc.),  el resultado sería que la mayor parte del término municipal sería clasificado como suelo urbanizable.

Sin embargo, esta línea de pensamiento encontró dos dificultades:

· Por una parte, las propias limitaciones que establece la Constitución y las competencias autonómicas y municipales que el Estado debe respetar, lo que llevó en la tramitación parlamentaria a que se modificara la Ley, dejando en la potestad municipal la decisión, conforme a su política urbanística o estrategia territorial, de una parte del suelo no urbanizable, con lo cual el suelo urbanizable residual podría reducirse por este concepto de inadecuación para un desarrollo urbano.

· Consecuencia de lo anterior es que queda en manos de los Ayuntamientos y de las Comunidades Autónomas la fijación – claro que justificadamente, exponiendo las razones que llevan a una decisión discrecional – de la cuantía y localización del suelo no urbanizable por inadecuación (común) y, con ello, la extensión y localización del residual suelo urbanizable.

No obstante, el legislador estatal, en un nuevo intento de contribuir a la lucha contra la especulación del suelo, favorecer la competencia y, en definitiva influir positivamente sobre el nivel de precios, a utilizado el siempre polémico recurso del Real - Decreto (RD – Ley 23 junio 2000, Núm. 4/2.000, de Medidas Urgentes de Liberalización en el Sector Inmobiliario y Transportes) para introducir una ligera pero a la vez trascendente modificación en la LSRV, en lo que aquí interesa, modificando punto 2 del artículo 9 de la citada,  eliminado la posibilidad de clasificación de suelos no urbanizables que se considere inadecuados para el desarrollo urbano.
De esta forma, el artículo 9 de la LSRV, que determina la clasificación del suelo no urbanizable, queda como sigue:

“9. (B) Suelo no urbanizable.- Tendrán la condición de suelo no urbanizable, los terrenos en los que concurran alguna de las circunstancias siguientes:

1ª. Que deban incluirse en esta clase por estar sometidos a algún régimen especial de protección incompatible con su transformación de acuerdo con los planes de ordenación territorial o la legislación sectorial, en razón de sus valores paisajísticos, históricos, arqueológicos, científicos, ambientales o culturales, de riesgos naturales acreditados en el planeamiento sectorial, o en función de su sujeción a limitaciones o servidumbres para la protección del dominio público.

2ª. Que el planeamiento general considere necesario preservar por los valores a que se ha hecho referencia en el punto anterior, por su valor agrícola, forestal, ganadero o por su riquezas naturales.”

A juicio de este Equipo Redactor, esta modificación supone una clara intromisión del legislador estatal en las competencias urbanísticas constitucionalmente reconocidas a las Comunidades Autónomas y a los Ayuntamientos, siendo las Comunidades Autónomas las que tienen la competencia exclusiva para establecer, por Ley, en qué consisten cada una de las clases de suelo urbano, urbanizable y no urbanizable.

De otro lado, los art. 9 de la LSRV y 65 de la LSRM, tal y como quedan redactados, suponen a nuestro juicio un vano intento de abaratar el suelo urbanizable, pues, si bien a mayor superficie  de suelo urbanizable, menor seria, en principio, su precio de partida, en general, el problema no es tanto de una escasez de suelo urbanizable (clasificado como tal en los instrumentos de planeamiento general) sino de suelo urbanizado, es decir, ya transformado, lo que nos lleva a pensar que el instrumento adoptado por el citado Real Decreto – Ley 4/2000 no asegura que los resultados deseables se van a producir, dado que el cumplimiento del objetivo se sale fuera de la esfera estatal, y si supone, como se ha dicho, una clara intromisión en las competencias urbanísticas, que la Constitución otorga y la STC 61/97 reconoce como exclusivas de las Comunidades Autónomas.

En cualquier caso, la legalidad vigente se impone, y ésta no es otra que la reclasificación de todos aquellos suelos cuyas características o cualidades no motiven su clasificación como suelos urbanos o no urbanizables, es decir, el carácter residual del suelo urbanizable, atribuido por la LSRV y la LSRM, y que, como se ha dicho, obliga a que existan razones motivadas para que los suelos sean clasificados como suelo Urbano o No Urbanizable.

En su virtud, se proponen las siguientes categorías de Suelo No Urbanizable, por ser todos ellos merecedores de protección, tal y como se señalará en el Estudio de Impacto Ambiental del Plan General, y al cual nos remitimos.

· Suelo No Urbanizable de Protección Específica.

· Dominios públicos así establecidos por la legislación sectorial: carreteras, aguas...

· LICs y ZEPAS.

· Monte Público.

· Suelo No Urbanizable Protegido por el Planeamiento.

· Protección Ambiental.

· Protección Agrícola ( de Interés y de Nuevos Regadíos)

· Reserva de Comunicaciones (Variante Sur)

· Suelo No Urbanizable Inadecuado.

1.1.1.12. Suelo Urbanizable.

El presente apartado pretende establecer y explicitar los criterios que para la propuesta de clasificación de suelo urbanizable ha seguido el presente Avance de planeamiento, debiendo resaltar que se ha intentado conciliar la necesaria protección ambiental y cultural de núcleo urbano de Calasparra y zonas de especial valor agrícola, ambiental, paisajístico e histórico, con los nuevos mandatos que resultan de las recientes LSRV y LSRM..

La clasificación propuesta obedece a las exigencias de los art. 10 LSRV y 66 LSRM, que establecen el carácter residual del suelo urbanizable, como reiteradamente se ha señalado.

En su virtud, se proponen nuevos ensanches de  población, así como la ampliación de suelo para futuros asentamientos residenciales suburbanos, que se instrumentan mediante la delimitación de sectores de suelo urbanizable, y la reclasificación de amplias zonas de suelo carente de valores que lo hagan merecedores de especial protección y, por tanto, aptos para soportar futuros desarrollos urbanos. 

El Avance del PGMO diferencia los suelos urbanizables en los dos usos globales que establece la LSRM; residencial y de actividad económica. 

El suelo urbanizable residencial lo componen los ensanches naturales del núcleo urbano existente. El suelo urbanizable colindante con la ciudad existente tendrá un aprovechamiento urbanístico en consonancia con su vocación de área de crecimiento puramente urbano, de creación de ciudad, de edificios de alturas y bajos comerciales, amplias zonas verdes urbanas que sirvan de uso compartido para toda la población y reservas de equipamientos públicos con el mismo ámbito territorial. Su clasificación por tanto es la de suelo urbanizable y su uso global es la de residencial, siendo labor de los planes de desarrollo la determinación y, en su caso, localización, de los usos pormenorizados y compatibles terciarios. 

También se clasifican como suelo urbanizable residencial todo el área este del término municipal. El aprovechamiento necesariamente será inferior al de los suelos de ensanche del núcleo urbano, puesto que lo que se pretende es crear áreas suburbanas carentes de centralidad, meramente residenciales, operando la ciudad de Calasparra como centro de relaciones y servicios, potenciando así su carácter nuclear como capital del término municipal.

Los suelos industriales de ampliación del actual Polígono Industrial también obedecen al imperativo de la nueva legislación vigente en cuanto a que se clasifican como tal, con la denominación de Actividad Económica, tal y como exige la LSRM, áreas de suelo más que suficientes para garantizar el desarrollo económico e industrial municipal. En cuanto a su localización, lógicamente se trata de suelos de escaso valor y/o antropizados, de ampliación de los actuales suelos industriales.

Criterios de delimitación sectorial
La delimitación de sectores como ámbito de ordenación propio de un Plan Parcial o de Reforma Interior (art. 101 de la LSRM; art. 32 RPL), con carácter de mínimos, se establece en función  de la regulación que a tal efecto se señala en los citados artículos.

“Artículo 101. – Determinaciones en suelo urbanizable.

El Plan General contendrá, en relación con el suelo urbanizable sectorizado, las siguientes determinaciones:

Delimitación de las áreas de suelo urbanizable sectorizado para su desarrollo urbanístico a las que se vincularán los sistemas generales necesarios para su ejecución.

El Plan General Municipal de Ordenación señalará para el suelo urbanizable sin sectorizar las siguientes determinaciones:

Criterios para la delimitación de los sectores, de forma que se garantice su adecuada inserción en la estructura general establecida por el Plan y constituya una unidad geográfica y urbanística integrada.”

Por tanto, será el PGMO el que establezca los criterios que deben guiar la delimitación de sectores de planeamiento parcial o especial, a tenor del artículo trascrito, y en caso de ausencia de tales criterios desde el Plan General, será de aplicación el derecho urbanístico estatal supletorio y en vigor, en este caso, el art. 32 del Reglamento de Planeamiento, RPL, que establece los criterios de delimitación de sectores de plan parcial.

No obstante, este Equipo Redactor no renuncia a la capacidad que al Ley da a los PGMO de determinar sus propios criterios de delimitación sectorial, estableciendo así unos criterios propios,  que entendemos otorgan una mayor flexibilidad que las tradicionales exigencias de superficie mínima de Plan Parcial. De esta forma, no establecemos “metros” necesarios sino “criterios necesarios” para delimitar un Sector de Plan Parcial o Especial, para así dotar al PGMO de una norma flexible, atemporal, con la mayor capacidad de adaptación a las distintas realidades que se presenten en la vida del planeamiento, con el propósito último de evitar las tradicionales disfuncionalidades de las ordenaciones parciales, que tantas veces se realizan partiendo  de una visión fragmentaria del territorio o por aplicación directa de una normativa urbanística excesivamente rígida.

Se propone la inclusión, como norma del PGMO, de los siguientes criterios de sectorización:

Sector es el ámbito mínimo susceptible de ordenación propio de un Plan Parcial o de un Plan Especial de Reforma Interior. Cada uno de estos Planes abarcará uno o más sectores completos.

El perímetro del sector se configurará:

· Con alineaciones propias del Sistema General de Comunicaciones.

· Con viarios, que serán o no propios del Sistema General de Comunicaciones según proceda de su relación con la ordenación del territorio prevista en el PGMO o del sector al que pertenecen.

Excepcionalmente, podrá configurarse con los límites del suelo no urbanizable en los siguientes casos:

c) En sectores aislados, siempre que por las características del terreno se justifique su procedencia en la mejor adecuación al destino y función urbanística derivada del Plan y en la salvaguarda del paisaje de su entorno.

d) Se considerará sector aislado, a estos efectos, aquel en que no existe riesgo de conurbación con el entorno urbano o con otros sectores.

e) Cuando estén previstos viarios del Sistema General de Comunicaciones en el interior del sector, para conectarse éste con los contiguos y con el resto del territorio y se considere innecesario prever otro vial perimetral.

f) Cuando concurran otras circunstancias excepcionales análogas a las antes expresadas y así se justifique.

El trazado del perímetro del sector respetará las siguientes reglas:

· Se efectuará atendiendo a criterios urbanísticos. Se podrán apoyar en caminos rústicos, acequias, curvas de nivel topográficas, yacimientos minerales a cielo abierto en desuso y los perímetros de protección del dominio público natural o de otros elementos naturales, así como sus proyecciones virtuales, cuando en ellos concurran específicas cualidades que hagan idónea su elección como frontera de un desarrollo urbanístico y así se justifique.

· Dicho trazado no se determinará con el exclusivo propósito de ajustarlo a límites del término municipal o a lindes de propiedad. Salvo que el Plan acredite que dicho trazado obedece a fines concretos y acordes con la potestad pública de planeamiento, o se considere de importancia sustancial para una mayor agilidad en la gestión del planeamiento”

El propósito o fin del artículo propuesto es que  la definición del Sistema General de Dotaciones Públicas sea clave a la hora de dar cumplimiento a los criterios de sectorización. La delimitación sectorial será incluida en este PGMO como uno de los elementos integradores de la Ordenación Estructural.

Por tanto, se asume expresamente la capacidad y competencia funcional del PGMO para determinar los sectores de suelo urbanizable cuya urbanización se prevé a corto plazo, como contenido imprescindible del PGMO, en cuanto se considera tal previsión como fundamental para el eficaz control del planeamiento y la gestión urbanística dentro del marco que el PGMO, en su función globalizadora, predetermina para el desarrollo urbanístico del municipio.

Calasparra, Marzo de dos mil cinco.
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